
 

 
 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 
 

Bogotá, D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Clase: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2020-00230-00 

Demandante: MARÍA DE LOS ÁNGELES CARO FORERO        

Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 

ORIENTE E.S.E. 

Asunto: AUTO INTERLOCUTORIO 

Providencia:  CORRECCIÓN SENTENCIA  

 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de aclaración incoada por el apoderado 

de la parte demandante en contra del ordinal cuarto de la sentencia proferida el 21 de 

octubre de 2022. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El apoderado de la parte demandante mediante memorial radicado el 25 de 

octubre de 2022, solicitó aclaración del ordinal cuarto de la sentencia proferida el 21 de 

octubre de 2022, así: 

 

“…sírvase aclarar el numeral CUARTO del resuelve de la sentencia proferida por su despacho 
el 21 de octubre de 2022, como quiera que se evidencia en las considerandos que existió una 
relación laboral desde el 01 de febrero de 2007 hasta el 30 de septiembre de 2019, siendo 
incorrecto el numeral anterior referenciado ya que este hace referencia al periodo comprendido 
entre el 01 de febrero de 2017 hasta el 30 de septiembre de 2019” 

 
 

II. CONSIDERACIONES 

 

Analizado los argumentos expuestos por el apoderado de la parte demandante, se 

colige que dicho reparo va dirigido a obtener la corrección de la sentencia. 

 

Así las cosas, es de indicar que frente al tema, el artículo 286 del Código General del 

Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 306 del CPACA, dispone:  
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“ARTÍCULO 286. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y OTROS. Toda providencia 
en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser corregida por el juez que la 
dicto en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto.  
 
Si la notificación se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso. 
 
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de 
palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en 
ella. 
 

(…)” Subraya fuera del texto. 
 

 

En el caso en estudio, se observa que el 21 de octubre de 2022, se profirió sentencia 

en la cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, siendo notificada 

a las partes. 

 

Ahora bien, con relación a la solicitud impetrada por el apoderado de la parte 

demandante, el Despacho considera de entrada y sin preámbulos que la misma está 

llamada a salir avante, teniendo en cuenta que al momento de digitar el año inicial en el 

cual deberán liquidarse las acreencias salariales y prestaciones sociales de la 

demandante con base en los honorarios contractuales se incurrió en un error meramente 

de digitación al transcribir el año 2017 cuando el correcto es 2007 como se dejó 

plasmado en la parte considerativa y en el ordinal segundo de la sentencia proferida 

dentro del asunto de la referencia. 

 

Así las cosas, es procedente corregir el ordinal cuarto de la sentencia proferida el 21 

de octubre de 2022, de conformidad a la facultad otorgada en el artículo 286 del C.G.P. 

con el fin de señalar que: A título de restablecimiento del derecho, ORDENAR a la Subred 

Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E., reconocer y pagar a la señora María de 

los Ángeles Caro Forero, identificada con cédula de ciudadanía No. 40.008.984 una 

indemnización equivalente a todas y cada una de las acreencias salariales y prestaciones 

sociales percibidas por su labor ejercida por un auxiliar de enfermería, que deberán liquidarse 

con base en los honorarios contractuales, en el periodo comprendido entre el 1º de febrero de 

2007 al 30 de septiembre de 2019.   

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

III. RESUELVE 

 

 

Primero.- Corregir el ordinal cuarto de la sentencia proferida el 21 de octubre de 

2022, que quedará así:  

 



 

 
 

“CUARTO. A título de restablecimiento del derecho, ORDENAR a la Subred Integrada 
de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E., reconocer y pagar a la señora María de 
los Ángeles Caro Forero, identificada con cédula de ciudadanía No. 40.008.984 una 
indemnización equivalente a todas y cada una de las acreencias salariales y 
prestaciones sociales percibidas por su labor ejercida por un auxiliar de enfermería, que 
deberán liquidarse con base en los honorarios contractuales, en el periodo comprendido 
entre el 1º de febrero de 2007 al 30 de septiembre de 2019. 
 
Parágrafo: En el evento que la señora María de los Ángeles Caro Forero haya sido 
pensionada durante la época que estaba ejerciendo las funciones de auxiliar de 
enfermería en el Hospital Santa Clara E.S.E. hoy Subred Integrada de Servicios de Salud 
Centro Oriente E.S.E. no debe devengar pensión por prohibición de recibir doble 
asignación del erario, de conformidad al artículo 1281 de la Constitución Política y artículo 
192 de la Ley 4ª de 1992, por lo tanto, la demandante deberá aportar a la entidad 
demandada para efectos de realizar la liquidación el certificado y/o acto administrativo a 
través del cual la Administradora del Fondo de Pensiones le reconoció la pensión. 

 
Segundo.- Notificar la presente providencia, de conformidad con lo expuesto en el 

artículo 203 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA). 

 

Tercero.- Una vez cumplido lo anterior, por Secretaría sírvase ingresar el expediente 

al Despacho para resolver sobre la concesión del recurso de apelación incoado por la 

parte demandada contra la sentencia proferida dentro del presente asunto.  

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
BPS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Artículo 128 “Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de una asignación que provenga 
del tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 
determinados por la ley. Entiéndese por tesoro público el de la Nación, el de las entidades territoriales y el de las descentralizadas. 
2 Artículo 19.  “Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público, ni recibir más de una asignación que provenga del 

tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado.”  

 



 

 
 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de 

Control: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2019-00442-00 

Demandante: HEILER MOSQUERA MORENO     

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA 

NACIONAL  

Asunto: CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 

Por haber sido presentado en oportunidad, se concede en el efecto suspensivo el recurso 

de APELACIÓN, interpuesto por el apoderado de la parte demandante, en contra de la 

sentencia proferida el 21 de octubre de 2022, por medio de la cual se negaron las 

pretensiones del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.   

 

En cumplimiento a lo anterior, por Secretaría envíese el expediente y sus anexos al 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para los fines pertinentes. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
 

BPS 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de 

Control: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2021-00130-00 

Demandante: JOSÉ ELQUIN ALVIS HERRERA     

Demandado: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO -

INPEC  

Asunto: CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 

Por haber sido presentado en oportunidad, se concede en el efecto suspensivo el recurso 

de APELACIÓN, interpuesto por el apoderado de la parte demandante, en contra de la 

sentencia proferida el 21 de octubre de 2022, por medio de la cual se negaron las 

pretensiones del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.   

 

En cumplimiento a lo anterior, por Secretaría envíese el expediente y sus anexos al 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para los fines pertinentes. 

   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
 

BPS 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de 

Control: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2021-00084-00 

Demandante: ALBERTO LUIS FONSECA BECERRA    

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL  

Asunto: CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 

Por haber sido presentado en oportunidad, se concede en el efecto suspensivo el recurso 

de APELACIÓN, interpuesto por el apoderado de la parte demandante, en contra de la 

sentencia proferida el 21 de octubre de 2022, por medio de la cual se negaron las 

pretensiones del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.   

 

En cumplimiento a lo anterior, por Secretaría envíese el expediente y sus anexos al 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para los fines pertinentes. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
 

BPS 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 
 

 
Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2018-00187-00 

Demandante: ELVA JAIMES        

Vinculada: ROSA MARÍA VEGA DE PÉREZ  

Demandado: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL –CASUR-      

Asunto: REQUIERE ÁNIMO CONCILIATORIO  

Providencia: AUTO SUSTANCIACIÓN  

 

Teniendo en cuenta que la sentencia proferida por este Despacho el 21 de mayo de 
2022, es de carácter condenatoria y como quiera que la parte vinculada –Rosa María 
Vega de Pérez- instauro recurso de apelación, se procede a: 
 

1. REQUERIR a las partes para que en el término de tres (3) días contados a partir 
de la notificación de este proveído, se sirva indicar si les asiste ánimo conciliatorio, para 
lo cual deberán allegar la propuesta junto con los anexos que considere procedente, esto, 
con el fin de dar cumplimiento al inciso 4º del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011.  

 
2. Una vez cumplido el término conferido en el numeral anterior, por Secretaría 

sírvase ingresar el expediente al Despacho para lo que en derecho corresponda.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
 BPS 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de 

Control: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00400-00 

Demandante: ORLANDO GARCÍA TIERRADENTRO  

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP  

Asunto: AUTO ADMITE DEMANDA 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 

Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la presente demanda incoada por el señor 

ORLANDO GARCÍA TIERRADENTRO, por conducto de apoderada judicial y en ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en modalidad de lesividad 

(Art. 97 y 138 CPACA), en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL -UGPP; de tal forma que, se DISPONE: 

 

PRIMERO. NOTIFICAR personalmente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP al correo electrónico 

notificacionesjudiciales@ugpp.gov.co; al MINISTERIO PÚBLICO al correo electrónico 

fcastroa@procuraduria.gov.co; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 197 y 

198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo  y 

demás normas concordantes, contenidas en el Código General del Proceso. 

 

SEGUNDO. NOTIFICAR personalmente al señor DIRECTOR DE LA AGENCIA 

NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, al correo electrónico 

procesos@defensajuridica.gov.co, según lo prescrito en el artículo 612 del Código 

General del Proceso. 

 

mailto:notificacionesjudiciales@ugpp.gov.co
mailto:fcastroa@procuraduria.gov.co
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TERCERO.  Luego, y para dar cumplimiento a lo previsto en el segundo aparte del 

inciso 5º del artículo 199 del CPACA modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 

de enero de 2021, por Secretaría remítase el auto admisorio de la demanda a la parte 

demandada, y al Ministerio Público copia del auto admisorio de la demanda, copia de la 

demanda y sus anexos. 

 

CUARTO. Cumplido lo anterior, PERMANEZCAN EN LA SECRETARÍA las 

presentes diligencias, por el término de dos (2) días, de acuerdo con lo previsto en el 

Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 

2021.  

 

QUINTO. Una vez vencido el término anterior, CORRER TRASLADO a la parte 

demandada, al Ministerio Público y al señor Director de la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de treinta (30) días, según lo 

establece el Artículo 172 ibídem, y dentro del cual deberán contestar la demanda, 

proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar 

demanda de reconvención. 

 

SEXTO. RECONOCER personería adjetiva a la abogada GLORIA TATIANA 

LOSADA PAREDES, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.018.436.392 y 

portadora de la Tarjeta Profesional No. 217.976 del Consejo Superior de la Judicatura, 

en los términos y para los efectos del poder conferido, como apoderada de la parte actora. 

 

SÉPTIMO. Se requiere a la parte demandada, para que al momento de dar 

contestación de la demanda, remita con destino al presente proceso: i) copia auténtica, 

completa y legible de los antecedentes administrativos que dieron origen al acto 

demandado, esto es, Auto No. ADP 003685 del 13 de julio de 2021, con su respectiva 

constancia de notificación; y ii) copia legible y completa del expediente administrativo del 

señor ORLANDO GARCÍA TIERRADENTRO. Se advierte que el desconocimiento de los 

deberes del funcionario encargado del asunto constituye falta disciplinaria gravísima, de 

conformidad a lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del CPACA. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
 

BPS 



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2016-00325-00 

Demandante: MOISÉS GONZÁLEZ LUENGAS 

Demandado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -

COLPENSIONES- 

Asunto: ESTESE A LO DISPUSTO AUTO17.02.22 QUE 

MODIFICÓ LA LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO. 

Providencia: AUTO SUSTANCIACIÓN  
 

Teniendo en cuenta el memorial allegado por la apoderada de la parte ejecutada el 27 

de octubre de 2022, a través del cual presenta escrito denominado “solicitud ilegalidad” 

respecto del auto de 17 de febrero hogaño, a través del cual el Despacho modificó la 

liquidación del crédito presentada por las partes, bajo argumentos que (esta instancia 

judicial advierte), debieron ser expuestos en el respectivo recurso de alzada echado de 

menos dentro del término de ley concedido para tal efecto, sin que sea esta la etapa 

procesal pertinente para resolver dicha solicitud de presunta ilegalidad. 

 

En el caso de autos, se observa que el auto frente al cual se pretende la declaratoria de 

“ilegalidad” se halla debidamente ejecutoriado y en firme, sin que se hayan impetrado 

los recursos de ley dentro del término concedido para ello, menos, que sea dable volver 

a pronunciarse sobre lo ya decidido, so pretexto de una presunta ilegalidad incoada por 

la ejecutada, que en el fondo pretende revivir términos.  

 

Es menester recordar que los términos consagrados para cada etapa procesal en el 

proceso ejecutivo, son perentorios y por ello, no hay lugar a pronunciare sobre la 

presunta ilegalidad incoada por la apoderada de la parte ejecutante, cuando el estatuto 

procesal le concedió el término para impetrar el recurso de alzada de cara al auto que 

modificó la liquidación del crédito.  

 

Así las cosas, y sin más disquisiciones al respecto, el Despacho DISPONE:  
 

PRIMERO: Estese a lo resuelto en el proveído de 17 de febrero de 2022 (que modificó 

la liquidación del crédito presentada por las partes), por lo anteriormente expuesto. 
 

SEGUNDO: Reconózcase personería adjetiva a la doctora JULIANA ANDREA 

MARMOLEJO CEBALLOS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 

1.113.656.619 de Palmira -Valle- y portadora de la Tarjeta Profesional No. 

280.169 del Consejo Superior de la Judicatura, en los términos y para los efectos 
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del poder de sustitución conferido, como apoderada sustituta de la parte 

ejecutada. 

 

TERCERO: Dese cumplimiento a lo dispuesto en el numeral segundo de la providencia 

de 17 de febrero de 2022 referida en precedencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

  



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2018-00236-00 

Demandante: NELLY QUINTERO SILVA  

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP- 

Asunto: DECLARA TERMINADO PROCESO POR PAGO 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN  

 

Atendiendo lo dispuesto en el artículo 461 del CGP, teniendo en cuenta los escritos 

presentados por los apoderados de la parte ejecutante y ejecutada (fls.150 a 155 y 157), 

a través de los cuales se certifica el pago a favor del ejecutante, mediante abono a la 

cuenta de ahorros de Bancolombia No. 03155645146 por valor de $8.877.677,79, (según 

comprobante Orden de Pago Presupuestal –OPP-) así mismo, lo informado por el 

apoderado de la ejecutante (reconoce en efecto el pago efectuado en dicha suma) 

respectivamente, guarismo este por concepto de intereses moratorios y costas 

procesales en suma de $8.877.677,79, cuantía final en que fuera aprobada la liquidación 

del crédito mediante auto de 17 de febrero de 2022 (fls.129s.). 

 

En consecuencia, se dará por terminado el proceso ejecutivo por pago total de la 

obligación, por el valor ordenado y cancelado a favor del ejecutante, además no se 

encuentra que la conducta de la parte vencida amerite la imposición de costas y 

agencias en derecho, no se desvirtuó su buena fe y no adelantó trámites dilatorios, el 

Despacho: 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR por terminado el proceso ejecutivo iniciado por NELLY 

QUINTERO SILVA en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL –UGPP-, por pago total de la obligación, conforme lo expuesto en la parte 

motiva del presente proveído. 
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SEGUNDO: Se dispone dejar sin efectos el mandamiento de pago librado por auto de 

24 de enero de 2019 (fls.69s). 

 

TERCERO: ORDENAR que permanezca el proceso en la secretaría del Despacho por 

el término de 30 días, vencido el término anterior, ARCHÍVENSE las diligencias previas 

las desanotaciones en los libros radicadores. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

  



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

  

Bogotá D. C., diez (10)  de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2015-00387-00 

Demandante: LUIS ANTONIO ROJAS CRISTANCHO  

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP- 

Asunto: TERMINA PROCESO –PAGO TOTAL OBLIGACIÓN-
ORDENA ENTREGAR TÍTULOS 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 

 

Teniendo en cuento el informe secretarial que precede, y como quiera que la parte 

ejecutada a través de su apoderada dio cumplimiento a lo dispuesto en el auto de 26 de 

agosto de 2021 (fls.369ss), procediendo con el pago conforme a la modificación del crédito 

allí ordenada (por concepto de intereses moratorios adeudados), en suma final de 

$1.081.709,88, y a su vez se hallan constituidos los títulos de depósito judicial a favor del 

ejecutante (fls.384 y xxx), que recogen dicho guarismo, por lo tanto, la pasiva solicita la 

terminación del presente proceso ejecutivo por pago de la obligación. 

 

Luego, atendiendo lo dispuesto en el artículo 461 del CGP, teniendo en cuenta los 

escritos presentados por la apoderada de la parte ejecutada (fls.270 a 276), sin que se 

encuentre que la conducta de la parte vencida amerite la imposición de costas y 

agencias en derecho, no se desvirtuó su buena fe y no adelantó trámites dilatorios, el 

Despacho: 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ORDENAR la terminación del proceso ejecutivo iniciado por LUIS ANTONIO 

ROJAS CRISTANCHO en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL –UGPP-, por pago total de la obligación. 

 

SEGUNDO: ORDENAR la entrega de los depósitos judiciales (Nos. 400100005849792 

y 400100008285357 de 15 de diciembre de 2016 y 1º de diciembre de 2021, por sumas 

de $454.194,00 y $627.515,00, respectivamente), al señor LUIS ANTONIO ROJAS 

CRISTANCHO. Así mismo, la parte interesada deberá allegar certificación bancaria de 
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la cuenta de ahorros o de crédito donde sea titular, con el fin de proceder a efectuar la 

entrega mediante transferencia electrónica. De actuar aquel mediante apoderado, 

deberá allegar poder con la facultad expresa de recibir el pago de los títulos judiciales, 

copia cedula de ciudadanía, tarjeta profesional y la aludida certificación bancaria. En el 

expediente déjense las constancias del caso. 

 

TERCERO: SIN CONDENA EN COSTAS EN EL PROCESO EJCUTIVO, conforme lo 

expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

 

CUARTO: Ejecutoriada y cumplida la presente decisión archívese el proceso y déjense 

las constancias a que haya lugar. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

 

 
 
  



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

           

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2015-00883-00 

Demandante: HIPOLITO RUBIANO LOZANO  

Demandado: UNIDAD ADMNISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP- 

Asunto: SOLICITA AL TAC CONVERSIÓN TITULO JUDICIAL  

Providencia: AUTO SUSTANCIACIÓN  

 

Una vez verificado por la Secretaría del Despacho la existencia del título judicial No. 

400100008265502 de 16 de noviembre de 2021 por la suma de $8.520.961,74 (fl.223), 

se advierte que el mismo se encuentra constituido a favor del presente proceso a 

ordenes del Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda -TAC-, por lo 

que se solicitara al Superior proceda con la correspondiente conversión del referido 

depósito judicial, y así dar cumplimiento con lo dispuesto en el auto de 9 de junio de 

2022.  

 

En consecuencia, se dispone: 

 

PRIMERO: Por Secretaría líbrese oficio al Tribunal Administrativo de Cundinamarca -

Sección Segunda-, solicitando efectuar la conversión del título judicial No. 

400100008265502 de 16 de noviembre de 2021 por la suma de $8.520.961,74 (fl.223), 

al Juzgado 24 Administrativo de Bogotá para que obre a disposición de este Despacho, 

con el fin de dar cumplimiento con lo ordenado en proveído de 9 de junio de los 

corrientes. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

           

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2016-00038-00 

Demandante: ABDÓN MERCHÁN MARCHÁN  

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP- 

Asunto: MODIFICA LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 
 

Una vez vencido el término establecido en el numeral 2° del artículo 446 del C.G.P, 

procede el Despacho a pronunciarse sobre la liquidación del crédito presentada por el 

apoderado de la parte ejecutada visible a folios 198 a 203, que arrojó (según sus 

cálculos aritméticos) un valor total adeudado de QUINCE MILLONES QUINIENTOS 

NOVENTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y SEIS  CON SETENTA Y UN 

centavos ($15.592.866,71), valor que se derivó de la suma dejada de cancelar por la 

entidad por concepto de intereses moratorios (conforme al procedimiento de cálculo 

realizado por la pasiva). 

 

De la anterior liquidación se corrió traslado a la parte ejecutante en los términos del 

artículo 110 del CGP, cuyo apoderado de aquel presentó objeción de la misma 

(procediendo a presentar su propia liquidación), que una vez efectuada tomando para 

el efecto como capital a liquidar los réditos adeudados la suma de $34.473.600, para el 

lapso comprendido desde el 13 de enero de 2009 (data de la ejecutoria) hasta el 25 de 

julio de 2011 (fecha pago parcial), para un total de 923 días de mora, y una vez 

efectuadas las operaciones aritméticas obtuvo la suma de $22.602.156 por concepto 

de intereses moratorios, por tanto, solicitó se tenga en cuenta como liquidación del 

crédito dicho guarismo. 

 

Para resolver, advierte el Despacho que con providencia de 1º de septiembre de 2022 

se resolvió seguir adelante con la ejecución por los intereses moratorios derivados del 

pago tardío de la condena, por la suma de $19.248.860,86, causados para el periodo 

comprendido de 30 de enero de 2009 hasta el 30 de junio de 2011, sin condena en 

costas, negando a su vez la indexación de las sumas adeudadas. (fls.161 a 165). 
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La anterior decisión fue confirmada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

Sección Segunda – Subsección “C” el 27 de abril de 2022, validando así la suma 

adeudada por intereses moratorios referida en precedencia, y a su vez la absolución de 

indexación alguna; igualmente, sin condena en costas en dicha instancia. (fls.177 a 

191). 

  

En este orden de ideas, la liquidación presentada por las partes ejecutada y ejecutante 

no se hallan ajustadas a lo ordenado en primera y segunda instancia de esta jurisdicción 

contenciosa administrativa dentro del presente proceso ejecutivo. 

 

Luego, en consideración que la entidad ejecutada no reconoció ni pagó la totalidad de 

los intereses moratorios en virtud del artículo 177 del CCA, es así que, el apoderado de 

la parte ejecutante al efectuar la objeción y presentar la liquidación de estos intereses, 

si bien es cierto para obtener el cálculo aludido partió del mismo capital, también lo es 

que incurre en el error respecto de los extremos hitos temporales con que liquidó los 

réditos de marras, obteniendo así mayor número días de mora a liquidar y, de allí la 

diferencia de cara a los días y suma finales obtenidas por las correspondientes 

instancias judiciales de esta jurisdicción contenciosa administrativa, en suma final de 

$19.248.860,86, decisión que fuera confirmada por el superior como se describió en 

líneas anteriores; sin que se verificara en el trámite del presente proceso que la entidad 

demandada haya realizado algún pago total o parcial por el mencionado concepto. 

 

Por lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Modifíquese la liquidación del crédito presentada por los apoderados de las 

partes del presente litigio, por un capital adeudado de DIECINUEVE MILLONES 

DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS SESENTA CON OCHENTA 

Y SEIS centavos ($19.248.860,86), por concepto de intereses moratorios. 

 

SEGUNDO: En firme la providencia, dese cumplimiento al pago. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

 

  



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

     

Medio de Control: NULIDAD Y RETABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Expediente: 11001-33-35-024-2018-00530-00 

Demandante: DARWÍN IVÁN CAICEDO QUIROZ  

Demandado: NACIÓN -MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL -

POLICÍA NACIONAL- 

Asunto: ESTESE A LO RESUELTO AUTO QUE DECRETÓ 

PRUEBAS, y RECHAZAR POR IMPROCEDENTE 

RECURSO INCOADO CONTRA AUTO QUE PRECEDE. 

Providencia: AUTO SUSTANCIACIÓN 
 

Mediante memorial de 31 de agosto de los corrientes, el apoderado de la parte actora 

interpuso recursos de reposición y apelación contra el auto que precede -25 de agosto 

de 2022- a través del cual se incorporó las respuestas requeridas mediante oficio -según 

el decretó de pruebas ordenado en audiencia inicial, a su vez se puso en conocimiento 

a las partes sobre estas, y rechazó de plano la solicitud de pruebas incoada por este. 

 

Decisión esta última que le mereció reparo al togado, e insiste con los aludidos recursos 

en la práctica de una presunta prueba testimonial que en efecto no fuera decretada en 

la audiencia inicial llevada a cabo el 6 de abril de 2022 (fls.171 a 183), en la que 

compareció el apoderado de la parte demandante, sin que le mereciera reparo alguno 

el correspondiente decreto de pruebas allí fijado, decisión respecto de la cual se halla 

debidamente ejecutoriado y en firme, sin que se hayan impetrado los recursos de ley 

dentro del término concedido para ello, menos, que sea dable volver a pronunciarse 

sobre lo ya decidido, so pretexto de una presunta vulneración de garantías procesales  

incoada por el gestor, que en el fondo pretende revivir términos.  

 

Es menester recordar que los términos consagrados para cada etapa procesal en el 

proceso de nulidad y restablecimiento, son perentorios y por ello, no hay lugar a 

pronunciare sobre los recursos incoados mediante memoriales de 31 de agosto de los 

corrientes, cuando el estatuto procesal le concedió el término para impetrar el recurso 

de alzada de cara al auto en el que se decretó las pruebas deprecadas por las partes. 

Aunado a ello, el auto recurrido es de mera sustanciación o impulso procesal, que dicho 

sea de paso no admite recurso alguno en su contra, por cuanto se está a la espera de 

las respuestas a los oficios ordenados y librados en la audiencia inicial.  

 

Así las cosas, y sin más disquisiciones al respecto, el Despacho DISPONE:  

 

PRIMERO: Estese a lo resuelto en el proveído de 6 de abril de 2022 (que efectuó el 

decreto de pruebas incoadas por las partes), por lo anteriormente expuesto. 
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SEGUNDO: Rechazar por improcedentes los recursos de ley incoados contra el auto 

que precede, por ser este de mera sustanciación o trámite, respecto del cual no procede 

recurso alguno. 

 

TERCERO: Dese cumplimiento a lo dispuesto en el numeral tercero de la providencia 

de 25 de agosto de 2022 referida en precedencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

 

  



 

 

 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00420-00 

Demandante: AMPARO MARTÍNEZ SÁNCHEZ  

Demandado:  NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTRIO –FOMAG-, FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE 

BOGOTÁ-.  

Asunto: AUTO ADMITE DEMANDA 

Providencia: AUTO SUSTANCIACIÓN 

 

Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la presente demanda incoada por la señora 

AMPARO MARTÍNEZ SÁNCHEZ, por conducto de apoderada judicial y en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 138 CPACA), en contra 

de la NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –FOMAG-, FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ; de tal forma que, 

se dispone: 

 

PRIMERO. NOTIFICAR personalmente al representante legal o quien haga sus veces 

del –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –FOMAG-, FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, o a las personas 

a quienes hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, a los correos electrónicos 

notificacionesjudicales@mineducacion.gov.co, notjudicial@fiduprevisora.com.co, 

contactenos@educacionbogota.edu.co,  notificajuridicased@educacionbogota.edu.co,  

notificacionesjudiciales@secretariajudicial.gov.co así como al Ministerio Público al 

correo electrónico fcastroa@procuraduria.gov.co; de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo y demás normas concordantes, contenidas en el Código General del 

Proceso. 

 

SEGUNDO. NOTIFICAR personalmente al señor DIRECTOR DE LA AGENCIA 

NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, al correo electrónico 

procesos@defensajuridica.gov.co, según lo prescrito en el artículo 612 del Código 

General del Proceso. 
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TERCERO.  En virtud del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 20201, en 

consonancia con el artículo 1º de la Ley 2213 de 2022, por Secretaría remítase el auto 

admisorio, la demanda y sus anexos a la parte demandada y al Ministerio Público. 

 

De conformidad con lo dispuesto en precedencia, no se fijan gastos. 

 

CUARTO. Cumplido lo anterior, PERMANEZCAN EN LA SECRETARÍA las presentes 

diligencias a disposición del notificado, por el término común de dos (2) días, de acuerdo 

con lo previsto en el Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

QUINTO. Una vez vencido el término anterior, CORRER TRASLADO a la parte 

demandada, al Ministerio Público y al señor Director de la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de treinta (30) días, según lo 

establece el Artículo 172 ibídem, y dentro del cual deberán contestar la demanda, 

proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar 

demanda de reconvención. 

 

SEXTO. RECONOCER personería adjetiva a la abogada JHENNIFER FORERO 

ALFONSO, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.032.363.499 de Bogotá y 

portadora de la Tarjeta Profesional No. 230.581 del Consejo Superior de la Judicatura, 

en los términos y para los efectos del poder conferido, como Apoderada Judicial de la 

parte actora. 

 

SÉPTIMO. Se requiere a la entidad demandada, para que, al momento de dar 

contestación de la demanda, remita con destino al presente proceso, copia auténtica, 

completa y legible de los antecedentes administrativos que dieron origen al acto 

acusado, así como la documental requerida por parte actora en el libelo demandatorio. 

Se advierte que el desconocimiento de los deberes del funcionario encargado del 

asunto constituye falta disciplinaria gravísima, de conformidad a lo dispuesto en el 

parágrafo 1º del artículo 175 del C. P. A. C. A. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

  

                                                                    
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica” 



 

 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00337-00 

Demandante: MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO 

NACINOAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO –

FOMAG- 

Demandado: JOSÉ ALEJANDRO REY VILLALOBOS  

Asunto: RECHAZO DEMANDA 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO  

 

I. ASUNTO 

 

Ingresa al Despacho la demanda identificada como se realizó en precedencia, con el fin 

de verificar el cumplimiento de la orden impartida mediante providencia de fecha 6 de 

octubre de 2022, por medio de la cual se procedió a su inadmisión, con base en las 

siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Mediante auto calendado de fecha 6 de octubre de 2022, notificado por estado el 7 del 

mismo mes y año, el Despacho resolvió inadmitir la presente demanda ejecutiva, con el 

propósito de que se aportara poder en debida forma conforme al artículo 74 del C.G.P 

y se allegara la sentencia que se invoca como título ejecutivo con constancia de 

ejecutoria y de ser primera copia que presta merito ejecutivo. 

 

De conformidad con lo prescrito en el artículo 90 ibídem, se le concedió a la parte 

demandante un plazo de cinco (5) días para que procediera a corregir lo anterior, so 

pena de rechazo. 

 

El apoderado judicial de la parte demandante el guardó silencio ante la carga procesal 

impuesta por esta sede judicial, en consecuencia, y según lo dispuesto en el artículo 90 

del C.G.P “En estos casos el juez señalará con precisión los defectos de que adolezca la demanda, 

para que el demandante los subsane en el término de cinco (5) días, so pena de rechazo. Vencido el 

término para subsanarla el juez decidirá si la admite o la rechaza.”, el Despacho rechazará la 
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demanda y ordenará la devolución de los anexos. (Subrayas y negrilla del Despacho) 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Veinticuatro (24) Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá, D.C., 

  

III. RESUELVE 

 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda ejecutiva por no haber sido subsanada 

dentro del término legalmente establecido, en auto de 6 de octubre de 2022, notificada 

por estado el 7 de octubre de 2022, conforme a lo expuesto.   

 

SEGUNDO: Por Secretaria, devuélvanse los anexos al interesado sin necesidad de 

desglose y archívese el expediente.   

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

 

 

 

 

  



 

 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: EJECUTIVO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00022-00 

Demandante: MARÍA TORCOROMA CONTRERAS ILLERAS  

Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E. 

Asunto: LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO, y PREVIO 

RESOLVER DE FONDO MEDIDA CAUTELAR, OFICIA 

ENTIDADES FINANCIERAS CERTIFIQUE 

EMBARGABILIDAD. 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO  

 

Se encuentra el proceso con solicitud de mandamiento de pago, por lo tanto, para 

determinar la procedencia del mismo, se señalan los siguientes: 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. PRETENSIONES  

 

La señora MARÍA TORCOROMA CONTRERAS ILLERAS a través de apoderado 

judicial, presentó demanda ejecutiva (fls.1 a 6 –pdf- No. 002 Exp.Dig.) con el fin de que 

se libre mandamiento de pago a su favor y en contra de la SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUD SUR -E.S.E.-, por i) la suma de $102.741.169, por concepto 

de prestaciones sociales devengadas por un empleado de planta hasta el mes de 

septiembre de 2021, guarismo que no fuera incluido al emitir la resolución No. 146, a 

través de la cual pagó a la ejecutante la suma de $98.445.257, lo que a juicio de esta 

no corresponde, por cuanto en su sentir el valor real oscila en $201.215.257. Así mismo, 

se condene al pago de la indexación del crédito, costas y agencias en derecho de la 

presente acción. 

 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en la sentencia judicial proferida por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda Subsección “A” de 22 de 
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agosto de 2019 que confirmó la sentencia proferida por el Juzgado Veinticuatro (24) 

Administrativo del Circuito de Bogotá de 23 de abril de 2018. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 

 

En el presente asunto, este Despacho procede a resolver sobre el mandamiento de 

pago, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 9º del artículo 156 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

2. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN EJECUTIVA  

 

Precisa el Despacho, que la caducidad es una sanción procesal que limita el ejercicio 

del medio de control, de manera que si la parte actora deja trascurrir los plazos fijados 

por la ley en forma objetiva sin presentar la demanda, el mencionado derecho al acceso 

a la administración de justicia fenece sin que haya excusa para revivirlo.  

 

Por lo tanto, debemos remitirnos al literal k, del numeral 2°, del artículo 164 del CPACA, 

que a su tenor literal dice: 

 
“ARTÍCULO  164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 
deberá ser presentada:  
 
(…) 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…) 
 
k) Cuando se pretenda la ejecución con títulos derivados del contrato, de decisiones judiciales 
proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en cualquier materia y de laudos 
arbitrales contractuales estatales, el término para solicitar su ejecución será de cinco (5) 
años contados a partir de la exigibilidad de la obligación en ellos contenida.  
(…)(Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 

Respecto a la exigibilidad de la obligación indica el  inciso 2° del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011 que: 

 

Artículo 192. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las entidades públicas. (…). 
Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma 
de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha 
de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago 
correspondiente a la entidad obligada. (Negrilla fuera de texto) 

 

Es decir que los 5 años de caducidad corren una vez vencidos los 10 meses de 

exigibilidad de la obligación. 

  

3. DEL TÍTULO EJECUTIVO 

 



El artículo 297 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, CPACA en tratándose de procesos ejecutivos, dispone: 

 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 
  
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago 
de sumas dinerarias 
(…).”  

 

A su vez, el artículo 306 del CPACA, remite al Código de Procedimiento Civil – C.P.C., 

los aspectos no contemplados, siempre que sea compatible con la naturaleza de los 

procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 

razón por la cual, la orden de librar mandamiento ejecutivo deberá ajustarse a las 

disposiciones procesales civiles, entre las que se encuentra el artículo 497, el cual 

señala:  

 

“ARTÍCULO 497. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la demanda con arreglo a la 
ley, acompañada del documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará 
mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida si 
fuere procedente, o en la que aquél considere legal. 
  
Los requisitos formales del título ejecutivo solo podrán discutirse mediante recurso de 
reposición contra el mandamiento de pago. Con posterioridad, no se admitirá ninguna 
controversia sobre los requisitos del título, sin perjuicio del control oficioso de legalidad.” 

(Negrilla y subrayado fuera de texto). 

 

Es decir, al momento de presentación de la demanda, la misma debe estar acompañada 

del documento que presta mérito ejecutivo, por tratarse de uno de los requisitos de 

fondo. 

 

4. CASO CONCRETO: 
 

En primer lugar, el Despacho advierte, que en el sub examine, la sentencia que se 

pretende su ejecución y se invoca como título ejecutivo quedó ejecutoriada el 23 de julio 

de 2020 (–pdf- No. 002 Exp.Dig.), fecha a partir de la cual se empezó a contar el término 

de 10 meses para que la entidad procediera con el pago, dicho término finalizó el 23 de 

mayo de 2021, es esta última fecha en la que comienza el computo de los 5 años para 

ejercer la acción ejecutiva sin que opere el fenómeno de la caducidad, el cual se 

cumpliría el 23 de mayo de 2026, y la demanda se interpuso el 31 de enero de 2022. 

 

Luego es claro, que en el presente caso no ha operado el fenómeno jurídico de la 

caducidad de la acción ejecutiva. 

 

En segundo lugar, se tiene que las sentencias allegadas como título ejecutivo son copia 

con constancia de ejecutoria, razón por la cual, reúne los requisitos del artículo 114 del 

CGP. 



 

En tercer lugar, el Despacho encuentra que las sentencias aportadas, proferidas el 23 de 

abril de 2018, por el Juzgado 24 Administrativo del Circuito de Bogotá, y el 22 de agosto 

de 2019, por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, las cuales quedaron 

debidamente ejecutoriadas el 23 de julio de 2020, reúnen los requisitos señalados en el 

artículo 422 del CGP, en cuanto contienen una obligación, clara, expresa y exigible a favor 

de la parte ejecutante y a cargo de la ejecutada, por lo siguiente: 

 

Existen varias obligaciones claras y expresas, como quiera que en el título ejecutivo 

que se pretende hacer cumplir, se ordenó a la Subred Integrada de Servicios de 

Salud E.S.E., en primera instancia, se dispuso:  

 

“PRIMERO. DECLARAR la nulidad del Oficio No. 200-0319-2016 del 20 de abril de 2016, 
expedido por el Subdirector Administrativo (E) de la Sub Red Integrada de Servicios de Salud Sur 
ESE –Sede Meissen, respectivamente, por los cuales se le negó a la actora el reconocimiento y 
pago de todos los emolumentos, prestaciones sociales, y seguridad social, percibidas por un 
auxiliar administrativo, de conformidad con lo expuesto en parte motiva. 
 
SEGUNDO. DECLARAR que, en efecto, existió un vínculo laboral entre la ESE Hospital de 
Meissen II Nivel y la señora María Tocoroma Contreras Illeras, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 49.743.514 de Valledupar, por el periodo comprendido el 5 de mayo de 2003 al 31 
de julio de 2014, salvo las interrupciones acreditadas, estas son: i) 1º de enero de 2005 y 2 
de enero de 2005 (2 días); ii) 1º de enero de 2006 (1 día), iii) 1º de mayo de 2012 (1 día); iv) 
1º de diciembre de 2012 al 5 de diciembre de 2012 (5 días); v) 1º de enero de 2013 (1 día); vi) 
1º de diciembre de 2013 (1 día), para un total de 11 días. 
 
TERCERO. A título de restablecimiento del derecho, ORDENAR, a la ESE Hospital de Meissen II 
Nivel, reconocer y pagar a la señora María Tocoroma Contreras Illeras, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 49.743.514 de Valledupar, una indemnización equivalente a todas y cada una 
de las acreencias salariales y prestaciones sociales percibidas por un fisioterapeuta, que 
deberán liquidarse con base en los honorarios contractuales, en el periodo comprendido entre el 
5 de mayo de 2003 al 31 de julio de 2014, salvo las interrupciones acreditadas. 
 
CUARTO. ORDENAR a la demandada a que sobre los aportes a pensión, conforme a lo 
establecido por la citada sentencia de unificación, tome durante el tiempo comprendido entre el 5 
de mayo de 2003 al 31 de julio de 2014, salvo las interrupciones acreditadas, estas son: i) 1º de 
enero de 2005 y 2 de enero de 2005 (2 días); ii) 1º de enero de 2006 (1 día), iii) 1º de mayo de 
2012 (1 día); iv) 1º de diciembre de 2012 al 5 de diciembre de 2012 (5 días); v) 1º de enero de 
2013 (1 día); vi) 1º de diciembre de 2013 (1 día), para un total de 11 días, el ingreso base pensional 
de la señora MARÍA TORCOROMA CONTRERAS ILLERAS, los honorarios pactados, mes a 
mes, y calcule si existe diferencia entre los aportes realizados como contratista y los que debió 
efectuar la entidad como empleadora, debiendo cotizar al respectivo fondo la suma que resulte 
faltante por concepto de aportes a pensión, siendo necesario que la actora acredite las 
cotizaciones efectuadas, y en caso que exista diferencia o no se hubiere efectuado, deberá asumir 
el porcentaje correspondiente. 
 
Igualmente, deberá pagar a la demandante la diferencia entre lo que le correspondía pagar como 
trabajador y lo aportado por aquella como contratista, en aportes a salud, durante el periodo 
comprendido entre el 5 de mayo de 2003 al 31 de julio de 2014, salvo las interrupciones 
acreditadas, estas son: i) 1º de enero de 2005 y 2 de enero de 2005 (2 días); ii) 1º de enero de 
2006 (1 día), iii) 1º de mayo de 2012 (1 día); iv) 1º de diciembre de 2012 al 5 de diciembre de 2012 
(5 días); v) 1º de enero de 2013 (1 día); vi) 1º de diciembre de 2013 (1 día), para un total de 11 
días, teniendo en cuenta, como ingreso base de cotización, el valor de los honorarios pactados en 
cada contrato de prestación de servicios suscritos entre las partes, de conformidad con lo 
expuesto.  
 
QUINTO. ORDENAR que los pagos que resulten a favor de la demandante por las liquidaciones 
ordenadas, se ajusten en su valor, según lo dispuesto en el inciso final del artículo 187 del CPACA, 
aplicando la siguiente fórmula: 
 
   R = R.H. Índice final  
      Índice inicial  
 



(…)  
 
SEXTO: Sin costas en esta instancia. 
 

 

Y, en segunda instancia judicial, mediante sentencia de 22 de agosto de 2020 el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca –Sección Segunda –Subsección A-, confirmó 

parcialmente la sentencia, toda vez que modificó los numerales 2º, 3º y 4º de la 

sentencia proferida por el A quo (anteriormente aludida), ordenando lo siguiente:  

 

“PRIMERO: CONFÍRMESE parcialmente la sentencia del 23 de abril de 2018, proferida por el 
Juzgado Veinticuatro (24) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C. 
 
SEGUNDO: MODÍFICASE los numerales segundo, tercero y cuarto de la sentencia apelada que 
para mayor claridad quedará de la siguiente manera: 
 

SEGUNDO. DECLAÁRESE la existencia de una relación laboral entre la señora MARÍA 
TORCOROMA CONTRERAS ILLERAS y la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 
SALUD CENTRO SUR –HOSPITAL MEISSEN II NIVEL E.S.E. entre el 5 de mayo de 
2003 y el 31 de julio de 2014 

 
TERCERO. ORDÉNASE a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO SUR –HOSPITAL MEISSEN II NIVEL E.S.E. a reconocer una indemnización 
equivalente a la cuantía que había tenido que reconocerse y pagarse por prestaciones 
sociales, liquidada de conformidad a los honorarios pactados, por el periodo comprendido 
entre el 5 de mayo de 2003 y el 31 de julio de 2014. 

 
CUARTO. Se ordena a la entidad demandada girar a favor de las entidades de previsión 
a las que estaba afiliada la accionante el valor correspondiente a la suma faltante por 
concepto de aportes en pensión y salud, por el periodo en que se demostró la existencia 
del vínculo laboral. 
 
Así mismo, se ordena al hospital que luego de realizar las operaciones matemáticas, 
comparando lo que cotizó la demandante como independiente y lo que corresponda 
como dependiente, deberá pagar a la parte actora las diferencias que resulten por el 
periodo comprendido entre el 5 de mayo de 2003 y el 31 de julio de 2014 

 
TERCERO: No hay lugar a condena en costas. 
 
(…)” 

 

Así mismo, el título ejecutivo es exigible, dado que como se señaló, ya transcurrieron los 

diez (10) meses para que se hiciera efectivo el pago y el cómputo de los cinco (5) años 

para ejercer la acción ejecutiva se cumpliría el 23 de mayo de 2026.   

 

Ahora bien, observa el Despacho que por medio de acto administrativo No. 012 de 15 de 

enero de 2014 (fls.68 a 71), la Entidad ejecutada procedió a dar cumplimiento a la decisión 

judicial, proferida por este Despacho y confirmada parcialmente por el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca. 

 

Así mismo, mediante resolución No. 146 de 16 de febrero de 2021 el Gerente de la 

autoridad ejecutada –Subred Integrada de Servicios de Salud Sur ESE, ordenó el pago 

a favor de la ejecutante en la suma final de $98.445.870 por concepto de prestaciones 

sociales, seguridad social en pensiones y salud, en cumplimiento de la condena 

impuesta en primera y segunda instancia de la jurisdicción contenciosa administrativa, 



según liquidación obrante al interior de dicho acto administrativo, obrante a folios 78 a 

86 –pdf- No. 002 Expediente Digital. 

 

La parte ejecutante solicitó librar mandamiento de pago a su favor en suma final de 

$102.741.169, por concepto de prestaciones sociales, seguridad social en pensiones y 

salud hasta septiembre de 2021, guarismo que no fuera incluido al emitir la resolución 

No. 146, a través de la cual pagó a la ejecutante la suma de $98.445.257, lo que a juicio 

de esta no corresponde, por cuanto en su sentir el valor real oscila en $201.215.257. 

Así mismo, se condene al pago de la indexación del crédito, costas y agencias en 

derecho de la presente acción. 

 

Frente a lo pretendido por el ejecutante, precisa el Despacho que una vez efectuadas 

las operaciones aritméticas por el grupo de apoyo –liquidador- con que cuenta los 

Juzgados Administrativos de Bogotá (conforme a los lineamientos y, requerimiento 

efectuado mediante auto de 31 de marzo de 2022 liquidación que milita a -fls.1 a 4 (pdf) 

No. 008 del Exp.Dig.- el cual hace parte del presente proveído), se logra establecer 

como resumen de la liquidación de prestaciones sociales, aportes a seguridad social en 

pensiones, salud e indexación de estas sumas, asciende a la suma final de 

$111.302.111, respecto de los cuales lo concerniente a prestaciones sociales e 

indexación de estas se obtuvo el guarismo de $72.440.692 que efectuados los 

correspondientes descuentos por pago según concepto de prestaciones sociales e 

indexación reconocidos con resolución No. 146 de 17 de febrero de 2021 (por valor de 

$55.658.170), arrojo un valor final adeudado de $16.782.522 por dichas prestaciones 

económicas (sobre el cual se librara mandamiento de pago), por cuanto la seguridad 

social en pensiones y salud fueran canceladas a las respectivas entidades de previsión 

social en las sumas liquidadas por la ejecutada , tal y como se ilustró en la pluricitada 

resolución.  

 

Luego, la liquidación presentada por el ejecutante no se ajusta a lo ordenado por la 

doble instancia judicial de esta jurisdicción contenciosa administrativa, por cuanto se 

ordenó a título de indemnización el “…equivalente a la cuantía que había tenido que 

reconocerse y pagarse por prestaciones sociales, liquidada conforme a los honorarios 

pactados” (Sic), esto es, los emolumentos propios de un empleado público de la ESE 

aquí ejecutada (como lo fueran –cesantías, intereses a las cesantías, bonificación por 

servicios, prima de servicios, prima de vacaciones, prima de navidad, vacaciones y 

bonificación de recreación), sin que en dichas decisiones (en ninguna de sus a partes, 

ni considerativa menos resolutiva), se haya ordenado el pago de prestaciones sociales 

propias de trabajadores oficiales como en efecto así lo pretende el ejecutante en su 

liquidación al incluir en esta el pago de “… i) Subsidio de alimentación, ii) auxilio de 



transporte, iii) vestido y labor” (Sic), entre otras, por lo cual su cálculo ascendió al doble 

de lo ya reconocido y pagado. 

 

Así las cosas, el total adeudado por concepto de prestaciones sociales e indexación para 

del lapso comprendido desde el 5 de mayo de 2003 (extremo inicial del nexo laboral -

fijado en la doble instancia judicial establecida en las sentencias –título ejecutivo objeto 

del recaudo-) hasta el 31 de julio de 2014 (extremo final del nexo laboral) debidamente 

indexada a la fecha de ejecutoria de estos títulos ejecutivos –sentencias-, ascendió en 

principio a la suma de $72.440.692, que efectuada la correspondiente deducción de lo 

cancelado por la ejecutada en valor de $55.658.170, arroja un total a favor de la actora 

de $16.758.522 por concepto de prestaciones sociales e indexación guarismo 

discriminado en las siguientes sumas a saber: 

 

i) total valor prestaciones sociales $60.374.634 causado desde el 5 de mayo de 2003 

hasta el 31 de julio de 2014, ii) total indexación hasta la ejecutoria de la sentencia 

$12.066.058 generado desde el 5 de mayo de 2003 hasta la ejecutoria de la sentencia; 

menos los valores reconocidos por le ejecutada mediante resolución No. 146 de 17 de 

febrero de 2021, así; iii) (-$37.921.120) pagado por prestaciones sociales, y iv) (-

$17.737.050) cancelados como indexación, guarismos que sumadas ascienden  a la 

suma de $55.658.170, para un total de valor adeudado por diferencias de prestaciones 

sociales e indexación -en suma de $16.782.522, así: 

 

Resumen de la Liquidación hasta la fecha de su Elaboración 

Total Valores Prestaciones Sociales $60.374.634 

 

Total de la Indexación hasta la Ejecutoria de la Sentencia 
 

$12.066.058 

(-) Valores Reconocidos por parte de la Entidad Ejecutada, según Res. No. 146 del 17/02/2021, 

por concepto de Prestaciones Sociales 

 

$37.921.120 

(-) Valores Reconocidos por parte de la Entidad Ejecutada, según Res. No. 146 del 17/02/2021, 

por concepto de Indexación 

 

$17.737.050 

 

Total Valores Adeudados por concepto de Prestaciones Sociales y Indexación 
 

$16.782.522 

 

Tabla- de los Aportes a Salud, como (EMPLEADOR 75%) - desde 05/05/2003 hasta 31/07/2014. 
 

$13.002.766 

Tabla- de los Aportes a Pensión, como (EMPLEADOR 75%) - desde 05/05/2003 hasta 

31/07/2014. 

 

$16.487.191 

(-) Valores Reconocidos por parte de la Entidad Ejecutada, según Res. No. 146 del 17/02/2021, 

por concepto de Aportes a Pensión Patronal 

 

$24.810.600 

(-) Valores Reconocidos por parte de la Entidad Ejecutada, según Res. No. 146 del 17/02/2021, 

por concepto de Aportes a Salud Patronal 

 

$17.977.100 

 

Como se puede observar, por diferencias de capital indexado por concepto de 

prestaciones sociales- se debe un total de $16.782.522; suma por la cual se librará 

mandamiento de pago, conforme al estudio en conjunto del acervo probatorio y las 

razones expuestas en precedencia.  

 

 

Por último, con relación a la medida cautelar incoada por la apoderada de la parte 

ejecutante, tendiente a obtener “...embargo y retención de los dineros que se encuentren a nombre de 

la entidad demandada, ejecutada en este proceso SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 



E.S.E., identificada con NIT número 900958-564-9 (…) En cuentas bancarias de las siguientes entidades 

financieras: Banco Davivienda cuenta corriente número 04800391056, en donde se maneja el rubro de caja 

menor de la entidad específicamente, así como las demás cuentas corrientes y de ahorros de esta entidad. 

(…) Así mismo de: Bancolombia, Banco de Bogotá, Banco Popular, ITAU CorpBanca Colombia S.A., 

Banco Occidente, Scotianbank Colpatria, Banco Agrario de Colombia, Banco Coomeva, Banco AV 

Villas; petición en el máximo porcentaje autorizado por la ley, dineros los cuales deberán ser consignados a 

órdenes de este juzgado.” 

 

El Despacho considera que, previo a decidir de fondo la medida cautelar, ofíciese a las 

entidades mencionadas, para que dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la 

comunicación, informen sobre las cuentas y/o productos bancarios que pueda poseer 

la parte ejecutada, especificando el número y tipo de la cuenta o cuentas, producto o 

productos, y el establecimiento financiero donde se encuentra(n), y si son susceptibles 

de ser embargadas. 

 

Por lo expuesto, el Despacho 

 

III. RESUELVE 

 

PRIMERO. LIBRASE  mandamiento de pago a favor de la señora María Torcoroma 

Contreras Illeras, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 49.743.514, y en contra 

de la Subred Integrada de Servicios de Salud E.S.E., por la suma de $16.782.522, 

por concepto de diferencia de prestaciones sociales e indexación, causado desde el 5 de 

enero de 2003 y hasta el 31 de julio de 2014, capital debidamente indexado a la fecha 

de la ejecutoria de la sentencia -inclusive-. 

 

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE personalmente esta decisión, a la Subred Integrada de 

Servicios de Salud E.S.E., y/o a quien haga sus veces y al Agente del Ministerio 

Público, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en precedencia, no se fijan gastos. 

 

TERCERO. Una vez vencido los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 

mensaje2, CÓRRASE traslado a la ejecutada, al Agente del Ministerio Público y al 

Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el lapso de treinta 

(30) días, según lo establece el artículo 172 del CPACA; término dentro del cual podrán 

contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía y si 

es el caso, presentar demanda de reconvención. 

 

                                                                    
2 Ver inciso 4º del artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 



CUARTO. RECONÓCESE personería al doctor Jorge Enrique Garzón Rivera, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 79.536.856 y portador de la Tarjeta 

Profesional No. 93.610, de acuerdo al poder de otorgado. 

 

QUINTO. OFICIESE a los siguientes Bancos: Davivienda, Bancolombia, Banco de 

Bogotá, Banco Popular, ITAU CorpBanca Colombia S.A., Banco Occidente, 

Scotianbank Colpatria, Banco Agrario de Colombia, Banco Coomeva, Banco AV 

Villas, para que dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la comunicación, 

informen sobre las cuentas y/o productos bancarios que pueda poseer la parte 

ejecutada, especificando el número y tipo de la cuenta o cuentas, producto o productos, 

y el establecimiento financiero donde se encuentra(n), y si las mismas son susceptibles 

de ser embargadas por la naturaleza jurídica de la ejecutada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 

  



 
 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

         

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2021-00332-00 

Demandante: ELVIRA CARO DE RIOS  

Demandado:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP- 

Asunto: RESUELVE EXCEPCIÓN PREVIA 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 
 

Vencido el término de traslado de las excepciones propuestas por la pasiva UGPP –con  

contestación de estas -, y estando el proceso al Despacho, sería del caso fijar audiencia 

inicial de que trata el artículo 180 del CPACA, empero, debido a la coyuntura por el 

Coronavirus (COVID_19), el Gobierno Nacional por medio del Decreto 806 del 4 de 

junio de 2020, en materia de lo Contencioso Administrativo, promovió algunos cambios 

en el procedimiento judicial, entre los cuales se destaca el de resolver excepciones 

previas que no requieran pruebas, hasta antes de la audiencia que trata el artículo 180 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), en consonancia con la reforma efectuada a este mediante la Ley 2080 de 

2021, y el artículo 1º de la Ley 2213 de 13 de junio de 2022, por medio de la cual adoptó 

como legislación permanente el referido Decreto 806.  

  

Teniendo en cuenta lo anterior, y que se encuentra vencido el término de traslado de 

las excepciones, se decidirán las mismas con carácter de previas que fueron formuladas 

por la parte demandada, de conformidad con el artículo 12 del Decreto 806 del 4 de 

junio de 2020 y los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso (CGP), en 

los siguientes términos: 

 

1. Excepciones. 

 

El apoderado de la parte demandada –UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL –UGPP- formuló la excepción previa de prescripción. 

 

2. Consideraciones y decisión. 

 

Respecto a la excepción de “PRESCRIPCIÓN” bajo el argumento que se declare este 

medio exceptivo sobre “…cualquier derecho que eventualmente se hubiesen causado 

a favor del demandante  y que de conformidad con las normas legales, y con las pruebas 

aportadas al plenario se reconozcan en la sentencia, causados con anterioridad a tres 

http://www.ramajudicial.gov.co/


años, contados desde la presentación de la demanda, conforme lo establece el artículo 

488 del C.S.T. en concordancia con el artículo 151 del C.P.T.yS.S. (fl.9 del escrito de 

contestación Dda. pdf No. 014 Exp. Digital). 

 

Para resolver, basta con recordar que en las demandas que se pretenda el 

reconocimiento y pago de mesadas pensionales, intereses moratorios, reajuste o 

reliquidación de esta prestación económica, solo se puede decidir sobre la excepción 

de prescripción extintiva una vez se haya declarado el reconocimiento, limitando el 

pronunciamiento de dicha excepción al momento de proferir fallo. 

 

Sobre la prescripción de los derechos de la seguridad social integral en pensiones, se 

ha pronunciado el Consejo de Estado en reiteradas oportunidades quedando claro que 

sólo se puede predicar la prescripción en punto a las mesadas, más no sobre el derecho 

fundamental a la seguridad social referida. 

 

Así las cosas, esta instancia judicial encuentra que cuando se declarada la prescripción 

extintiva, lo que se está atacando es el fondo del asunto, es decir, con dicha declaratoria 

se desvirtúa el derecho conculcado por el demandante. Así las cosas, la excepción de 

prescripción extintiva debe ser decidida una vez haya salido avante la declaratoria de 

la existencia en punto a la causación, reconocimiento y pago de los intereses moratorios 

pretendidos con la demanda. 

 

Por lo expuesto, la excepción de “PRESCRIPCIÓN” no impide el análisis del fondo de 

la controversia y en todo caso, solo afectará los emolumentos –mesadas- o 

prestaciones no reclamadas en tiempo, es decir, que hay lugar a determinar su 

ocurrencia, únicamente, después de establecer si a la parte actora le asiste el derecho 

que reclama en estas diligencias. 

 

3. Otras decisiones. 

 

El Despacho de conformidad con los escritos visibles (a folios 11 a 19 de escrito 

contestación de la demanda pdf No. 014 Exp. Digital), reconoce personería adjetiva a 

la doctora Angélica María Medina Herrera, como apoderada judicial de la Entidad –

Unidad Administrativa Especial de la Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social –UGPP-, en los términos y para los efectos del poder conferido.   

 

Por último, una vez ejecutoriada la presente providencia, ingrese el expediente al 

Despacho, para continuar con lo procedente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
YASG 



 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2019-00453- 00 

Demandante: NUBIA EULALIA MARTINEZ LOPEZ 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Asunto: INCORPORA DOCUMENTALES- CORRE TRASLADO 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 

 

Se encuentra al Despacho el presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, instaurado por la señora NUBIA EULALIA 

MARTINEZ LOPEZ, a través de apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA 

S.A., para proveer al respecto.  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta las documentales allegadas al correo 

electrónico del Despacho, se procede a su incorporación y con el propósito de dar 

aplicación a los principios de celeridad y economía procesal contenidos en los 

numerales 12 y 13 del artículo 3º Ibidem, no se fijará fecha para llevar a cabo 

audiencia de pruebas, y en su lugar se DISPONE:  

 

1. Incorporar al expediente las pruebas documentales debidamente 

recaudadas, las cuales serán valoradas en la oportunidad correspondiente, así 

mismo, se procede a dejar a disposición de las partes y del Ministerio Público para 

lo que estimen pertinente. 
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2. Poner en conocimiento de las partes y del Ministerio Público las 

documentales allegadas al expediente, para lo que estimen pertinente.  

 

3. Correr traslado a las partes y al Agente del Ministerio Público por el 

término común de diez (10) días, de conformidad con lo establecido en el inciso 

tercero del artículo 181 del CPACA, para que presenten por escrito ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN y emita el concepto respectivo. 

 

4. Cumplido lo anterior, regrese el expediente al Despacho para proferir 

fallo por escrito, dentro de los 20 días siguientes vencido el término de traslado 

señalado en el numeral anterior, de conformidad con el artículo 181 numeral 2º 

inciso 2º. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2021-00310- 00 

Demandante: BIVIANA PAOLA PEÑA CONTRERAS 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Asunto: INCORPORA DOCUMENTALES- CORRE TRASLADO 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 

 

Se encuentra al Despacho el presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, instaurado por la señora BIVIANA PAOLA PEÑA 

CONTRERAS, a través de apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA 

S.A., para proveer al respecto.  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta las documentales allegadas al correo 

electrónico del Despacho, se procede a su incorporación y con el propósito de dar 

aplicación a los principios de celeridad y economía procesal contenidos en los 

numerales 12 y 13 del artículo 3º Ibidem, no se fijará fecha para llevar a cabo 

audiencia de pruebas, y en su lugar se DISPONE:  

 

1. Incorporar al expediente las pruebas documentales debidamente 

recaudadas, las cuales serán valoradas en la oportunidad correspondiente, así 

mismo, se procede a dejar a disposición de las partes y del Ministerio Público para 

lo que estimen pertinente. 
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2. Poner en conocimiento de las partes y del Ministerio Público las 

documentales allegadas al expediente, para lo que estimen pertinente.  

 

3. Correr traslado a las partes y al Agente del Ministerio Público por el 

término común de diez (10) días, de conformidad con lo establecido en el inciso 

tercero del artículo 181 del CPACA, para que presenten por escrito ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN y emita el concepto respectivo. 

 

4. Cumplido lo anterior, regrese el expediente al Despacho para proferir 

fallo por escrito, dentro de los 20 días siguientes vencido el término de traslado 

señalado en el numeral anterior, de conformidad con el artículo 181 numeral 2º 

inciso 2º. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00123- 00 

Demandante: IVAN CHAVERRA MURILLO 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Asunto: INCORPORA DOCUMENTALES- CORRE TRASLADO 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 

 

Se encuentra al Despacho el presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, instaurado por la señora IVAN CHAVERRA 

MURILLO, a través de apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., para proveer 

al respecto.  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta las documentales allegadas al correo 

electrónico del Despacho, se procede a su incorporación y con el propósito de dar 

aplicación a los principios de celeridad y economía procesal contenidos en los 

numerales 12 y 13 del artículo 3º Ibidem, no se fijará fecha para llevar a cabo 

audiencia de pruebas, y en su lugar se DISPONE:  

 

1. Incorporar al expediente las pruebas documentales debidamente 

recaudadas, las cuales serán valoradas en la oportunidad correspondiente, así 

mismo, se procede a dejar a disposición de las partes y del Ministerio Público para 

lo que estimen pertinente. 
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2. Poner en conocimiento de las partes y del Ministerio Público las 

documentales allegadas al expediente, para lo que estimen pertinente.  

 

3. Correr traslado a las partes y al Agente del Ministerio Público por el 

término común de diez (10) días, de conformidad con lo establecido en el inciso 

tercero del artículo 181 del CPACA, para que presenten por escrito ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN y emita el concepto respectivo. 

 

4. Cumplido lo anterior, regrese el expediente al Despacho para proferir 

fallo por escrito, dentro de los 20 días siguientes vencido el término de traslado 

señalado en el numeral anterior, de conformidad con el artículo 181 numeral 2º 

inciso 2º. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ, D. C., - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00181-00 

Demandante: CARLOS ARTURO DUARTE CUADROS 

Demandado: CONTRALORIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Asunto: AUTO RECHAZA DEMANDA  

Providencia: AUTO INTERLOCUTORIO 

 

I. ASUNTO 

 

Ingresa al Despacho el proceso de la referencia, con el fin de verificar el 

cumplimiento del auto emitido el 20 de octubre de 2022, por medio de la cual se 

inadmitió el presente medio de control, con base en las siguientes,    

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Mediante auto adiado del 20 de octubre de 2022, notificado por estado el día 

21 de octubre de 2021, el Despacho resolvió inadmitir la presente demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho, para que corrigiera los siguientes 

aspectos: 

 

“1. Ahora bien, al verificar los anexos del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, se evidencia que no obra poder conferido al abogado Carlos Arturo 
Duarte Cuadros. 

 
Así las cosas, es de indicar que de conformidad con el contiendo del artículo 160 de la Ley 

1437 de 2011 que señala “Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por conducto de 
abogado inscrito…” y con lo dispuesto por el artículo 74 del Código General del Proceso “…En los 
poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados”, se 
requiere para que ALLEGUE el poder para actuar en el presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho. 
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(…)”. 
 

De conformidad con lo prescrito en el artículo 170 del CPACA, en la citada 

providencia se le concedió al extremo demandante el término de diez (10) días 

para que procediera a subsanar la demanda, so pena de su rechazo. 

 

Pese a lo anterior, dentro del término legal concedido la parte actora, no 

subsanó la demanda en los términos señalados por el Despacho en la citada 

providencia. 

 

Así las cosas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 de la Ley 

1437 de 2011, cuando siendo inadmitida la demanda por carecer de los requisitos 

señalados en la Ley, estos no sean corregidos, se rechazará la demanda.  

 

En el presente asunto como quiera que los defectos señalados en el auto 

inadmisorio no fueron atendidos por la parte demandante, se procede a rechazar 

el presente medio de control y en consecuencia se ordenará la devolución de los 

anexos de la misma. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Veinticuatro (24) Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá, D.C., 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar la presente demanda por no haber sido subsanada en 

los términos señalados por el Despacho en el auto de fecha 20 de octubre de 

2022, notificado por estado el día 21 de octubre de 2021, conforme a lo expuesto.   

 

SEGUNDO: Por secretaria, devuélvanse los anexos al interesado sin 

necesidad de desglose y archívese el expediente.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

 
ACP 

 



 
 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00244-00 

Demandante: JORGE ANDRÉS BOHÓRQUEZ TORRES 

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - 
EJERCITO NACIONAL 

Asunto: ADMITE DEMANDA 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la presente demanda incoada 

por el señor JORGE ANDRÉS BOHÓRQUEZ TORRES, por conducto de 
apoderada judicial y en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento 
del derecho (art. 138 C.P.A.C.A.), en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL - EJERCITO NACIONAL; de tal forma que, se dispone: 
 

PRIMERO. NOTIFICAR personalmente al Comandante del Ejército 
Nacional y/o quien haga sus veces al correo electrónico 
juridicadisan@ejercito.mil.co; al Ministerio de Defensa al correo electrónico 
notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co; al Ministerio Público al correo 
electrónico fcastroa@procuraduria.gov.co; de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo y demás normas concordantes, contenidas en el 
Código General del Proceso. 
 

SEGUNDO. NOTIFICAR personalmente al señor DIRECTOR DE LA 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, al correo 
electrónico procesos@defensajuridica.gov.co, según lo prescrito en el artículo 612 
del Código General del Proceso. 
 

TERCERO.  Luego, y para dar cumplimiento a lo previsto en el segundo 
aparte del inciso 5° del artículo 199 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 48 de 
la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, por Secretaría remítase a la parte 
demandada copia del auto admisorio de la demanda y al Ministerio Público copia 
del auto admisorio, copia de la demanda y sus anexos.  

 
CUARTO. Cumplido lo anterior, PERMANEZCAN EN LA SECRETARÍA las 

presentes diligencias a disposición del notificado, por el término de dos (2) días, 
de acuerdo con lo previsto en el Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.  
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QUINTO. Una vez vencido el término anterior, CORRER TRASLADO a la 
parte demandada, al Ministerio Público y al señor director de la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de treinta 
(30) días, según lo establece el Artículo 172 ibidem, y dentro del cual deberán 
contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, 
y en su caso, presentar demanda de reconvención. 
 

SEXTO. RECONOCER personería adjetiva al doctor OMAR EDUARDO 
VAQUIRO BENÍTEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 93.409.160 de 
Ibagué y Tarjeta Profesional No. 232.301 del Consejo Superior de la Judicatura, 
en los términos y para los efectos del poder conferido, como Apoderado Judicial 
de la parte actora. 
 

SEPTIMO. Se requiere a la entidad demandada, para que, al momento de 
dar contestación de la demanda, remita con destino al presente proceso, copia 
auténtica, completa y legible de los antecedentes administrativos que dieron 
origen al acto acusado. Se advierte que el desconocimiento de los deberes del 
funcionario encargado del asunto constituye falta disciplinaria gravísima, de 
conformidad a lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del C. P. A. C. A.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00304-00 

Demandante: DIANA GARCÍA JIMÉNEZ 

Demandado: ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ – SECRETARIA DE 
INTEGRACIÓN SOCIAL 

Asunto: ADMITE DEMANDA 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la presente demanda incoada 

por la señora DIANA GARCÍA JIMÉNEZ, por conducto de apoderada judicial y en 
ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho (art. 138 
C.P.A.C.A.), en contra de la ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ – SECRETARIA 
DE INTEGRACIÓN SOCIAL; de tal forma que, se dispone: 
 

PRIMERO. NOTIFICAR personalmente a la Secretaria de Integración 
Social y/o quien haga sus veces, al correo electrónico 
buzonorganismosdecontrol@sdis.gov.co; al Ministerio Público al correo electrónico 
fcastroa@procuraduria.gov.co; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y demás normas concordantes, contenidas en el Código General 
del Proceso. 
 

SEGUNDO. NOTIFICAR personalmente al señor DIRECTOR DE LA 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, al correo 
electrónico procesos@defensajuridica.gov.co, según lo prescrito en el artículo 612 
del Código General del Proceso. 
 

TERCERO.  Luego, y para dar cumplimiento a lo previsto en el segundo 
aparte del inciso 5° del artículo 199 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 48 de 
la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, por Secretaría remítase a la parte 
demandada copia del auto admisorio de la demanda y al Ministerio Público copia 
del auto admisorio, copia de la demanda y sus anexos.  

 
CUARTO. Cumplido lo anterior, PERMANEZCAN EN LA SECRETARÍA las 

presentes diligencias a disposición del notificado, por el término de dos (2) días, 
de acuerdo con lo previsto en el Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.  
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QUINTO. Una vez vencido el término anterior, CORRER TRASLADO a la 
parte demandada, al Ministerio Público y al señor director de la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de treinta 
(30) días, según lo establece el Artículo 172 ibidem, y dentro del cual deberán 
contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, 
y en su caso, presentar demanda de reconvención. 

 
SEXTO. RECONOCER personería adjetiva al doctor JOSÉ ANTONIO 

QUIROGA PACHÓN, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.877.658 de 
Bogotá y Tarjeta Profesional No. 219.125 del Consejo Superior de la Judicatura, 
en los términos y para los efectos del poder conferido, como Apoderada Judicial 
de la parte actora. 
 

SEPTIMO. Se requiere a la entidad demandada, para que, al momento de 
dar contestación de la demanda, remita con destino al presente proceso, copia 
auténtica, completa y legible de los antecedentes administrativos que dieron 
origen al acto acusado. Se advierte que el desconocimiento de los deberes del 
funcionario encargado del asunto constituye falta disciplinaria gravísima, de 
conformidad a lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del C. P. A. C. A.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Proceso: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00354-00 

Convocante: RODRIGO ANDRES CASTRO NEME 

Convocado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Asunto: REQUERIMIENTO  

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 

Se encuentra al Despacho el presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, instaurado por el señor RODRIGO ANDRES 

CASTRO NEME, a través de apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., para proveer al respecto. 

 

Por Secretaría, REQUERIR a la Secretaría de Educación de Bogotá y a 

la Fiduciaria La Previsora S.A., para que allegue copia legible de la respuesta(s) 

o acto(s) administrativo(s) derivado(s) de la solicitud 20221010469202 de fecha 18 

de febrero de 2022, por medio de la cual el convocante, a través de apoderado 

judicial, solicitó el reconocimiento de la sanción moratoria por el pago tardío de las 

cesantías. En caso afirmativo de lo anterior, envíese copia(s) de la constancia(s) 

de notificación de dicho(s) acto(s).  

 

Para el efecto, se concede el término de cinco (5) días, contados a partir 

del recibo de la respectiva comunicación que así lo ordene, haciéndole saber que 

es obligación dar respuesta a los requerimientos de las autoridades judiciales y 
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colaborar con la administración de justicia, so pena de incurrir en desacato y mala 

conducta y, como consecuencia de ello, abrir las investigaciones disciplinarias y 

penales a que haya lugar, además de las sanciones previstas por el numeral 3º 

del artículo 441 del Código General del Proceso, en consonancia con el numeral 4º 

del artículo 432 ibidem. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 

ACP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
1 ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: (…) 3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a 

sus empleados, a los demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio 
de sus funciones o demoren su ejecución. 
 
2 ARTÍCULO 43. PODERES DE ORDENACIÓN E INSTRUCCIÓN. El juez tendrá los siguientes poderes de ordenación e instrucción: (…) 4. 
Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante haber sido solicitada por el interesado, no le haya sido 
suministrada, siempre que sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder para identificar y ubicar los bienes 
del ejecutado. 



 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

Proceso: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

Expediente: 11001-33-35-024-2022-00425 00 

Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO-SIC 

Convocada: FERLYN LIZETH PARADA PEÑA 

Asunto: AUTO PREVIO 

Providencia: AUTO DE SUSTANCIACIÓN 

 
  Previo a resolver frente a la aprobación e improbación de la presente 
conciliación extrajudicial, celebrada ante la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos 
Administrativos, el Despacho DISPONE: 
 
  OFICIESE por Secretaría a la Superintendencia de Industria y Comercio, 
para que allegue, en el término de 5 días, contados a partir de la notificación de la 
presente providencia:  
 
  - Certificación en la que se especifique en forma detallada los factores y 
prestaciones sociales devengados desde el 6 de abril del 2019 al 6 de abril de 
2022, por la señora FERLYN LIZETH PARADA PEÑA, identificada con cédula de 
ciudadanía N° 1.018.446.638 y si le fue tenida en cuenta la Reserva Especial de 
Ahorro como factor salarial al momento de su liquidación. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ORIGINAL FIRMADO 

    
MIRYAM ESNEDA SALAZAR RAMÍREZ  

JUEZ 
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00426-00 

DEMANDANTE CAMILA ANDREA TORRES MAFIOL  

DEMANDADO 
NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

ASUNTO PREVIO 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

CONTROL DE LEGALIDAD 

 

Con base en el artículo 2283 de la Constitución Política que consagra como uno de 

los principios de la administración de justicia la prevalencia del derecho sustancial 

y aunado a que la Corte Constitucional ha manifestado en reiterada jurisprudencia 

que las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho 

sustancial, sino que deben propender por su realización, valga decir, las normas 

procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no 

fines en sí mismas; en desarrollo de esta  norma, tenemos los numerales 11, 12, 13 

del artículo 3° CPACA y el artículo 103 del mismo ordenamiento. 

  

En consecuencia, con base en el artículo 207 de la Ley 1437 de 2011 el cual señala: 

«Control de legalidad. Agotada cada etapa del proceso, el juez ejercerá el control 

de legalidad para sanear los vicios que acarrean nulidades, los cuales, salvo que se 

trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes», se 

procederá a realizar dicho control; no sin antes recordarle a la entidad demandada 

que la ley le impone el deber de allegar al proceso, las documentales previstas en 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el 

cual dispone:  

 

«De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 de la 

ley 1437 de 2011, durante el término de traslado, la entidad demandada 

deberá allegar el expediente administrativo que contiene la actuación 

adelantada en sede administrativa y que diera origen a las decisiones 

acusadas, […] así como copia de la historia laboral del demandante» 

(negrita, cursiva y subrayado fuera del texto original). 

 

Así mismo, se resalta la necesidad de acatar al artículo 113 de la Constitución 

Política, que consagra el principio de cooperación armónica entre entidades del 

Estado, según el cual, para el debido cumplimiento de los fines esenciales del 

mismo, las entidades estatales deben propender por la cooperación entre ellas. Lo 

anterior, en concordancia con el artículo 78 del Código General del Proceso, so 

pena de la sanción allí prevista. 

 

Así las cosas, del estudio del expediente se advierte que no obra en él 

CERTIFICACIÓN LABORAL ACTUALIZADA que indique la  fecha de vinculación 

de la demandante, cargos desempeñados y periodos laborados, salarios 

devengados y factores salariales tenidos en cuenta para la correspondiente 

liquidación mensual; por lo tanto, en aras de los principios que deben regir las 

actuaciones administrativas, a saber: Principio del debido proceso, de la buena fe, 

                                                           
3 «ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 

actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el 
derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. 
Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo». 
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eficacia, economía procesal y celeridad, entre otros; se requerirá a la parte 

demandada para que proceda a allegar al proceso la documental señalada con 

anterioridad; dentro del término improrrogable de CINCO (5) DÍAS contados a partir de 

la notificación personal del presente proveído, con el fin de evitar futuras nulidades 

procesales. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo Transitorio del 

Circuito de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente proceso conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: REQUERIR a la entidad demandada, para que allegue la certificación 

laboral ACTUALIZADA que contenga la información requerida en la parte 

considerativa del presente proveído, dentro del término improrrogable de CINCO (5) 

DÍAS, contados a partir de la notificación personal de esta providencia 

 

TERCERO: Se advierte que los documentos deberán ser allegados a la siguiente 

dirección de correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 31f2964d2dfd9387531b3fbd0bfb38e5db5190f11e36e92cae9f8cc465416dda

Documento generado en 09/11/2022 09:33:23 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-019-2019-00492-00 

DEMANDANTE JULIO CÉSAR NARVAEZ MELO 

DEMANDADO 
NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

ASUNTO PREVIO 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

CONTROL DE LEGALIDAD 

 

Con base en el artículo 2283 de la Constitución Política que consagra como uno de 

los principios de la administración de justicia la prevalencia del derecho sustancial 

y aunado a que la Corte Constitucional ha manifestado en reiterada jurisprudencia 

que las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho 

sustancial, sino que deben propender por su realización, valga decir, las normas 

procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no 

fines en sí mismas; en desarrollo de esta  norma, tenemos los numerales 11, 12, 13 

del artículo 3° del CPACA y el artículo 103 del mismo ordenamiento. 

  

En consecuencia, con base en el artículo 207 de la Ley 1437 de 2011 el cual señala: 

«Control de legalidad. Agotada cada etapa del proceso, el juez ejercerá el control 

de legalidad para sanear los vicios que acarrean nulidades, los cuales, salvo que se 

trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes», se 

procederá a realizar dicho control; no sin antes recordarle a la entidad demandada 

que la ley le impone el deber de allegar al proceso, las documentales previstas en 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el 

cual dispone:  

 

«De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 de la 

ley 1437 de 2011, durante el término de traslado, la entidad demandada 

deberá allegar el expediente administrativo que contiene la actuación 

adelantada en sede administrativa y que diera origen a las decisiones 

acusadas, […] así como copia de la historia laboral del demandante» 

(negrita, cursiva y subrayado fuera del texto original). 

 

Así mismo, se resalta la necesidad de acatar al artículo 113 de la Constitución 

Política, que consagra el principio de cooperación armónica entre entidades del 

Estado, según el cual, para el debido cumplimiento de los fines esenciales del 

mismo, las entidades estatales deben propender por la cooperación entre ellas. Lo 

anterior, en concordancia con el artículo 78 del Código General del Proceso, so 

pena de la sanción allí prevista. 

 

Así las cosas, del estudio del expediente se advierte que, obra en el plenario una 

constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 93) en donde se certifica como último 

periodo laborado hasta el 2 de agosto de 2015; por lo tanto, en aras de los principios 

que deben regir las actuaciones administrativas, a saber: Principio del debido 

proceso, de la buena fe, eficacia, economía procesal y celeridad, entre otros; se 

requerirá a la parte demandada para que proceda a allegar al proceso certificación 

                                                           
3 «ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 

actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el 
derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. 
Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo». 
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laboral ACTUALIZADA que permita establecer con certeza hasta qué fecha se 

desarrolló el vínculo laboral con el demandante o si continúa vinculado con la 

entidad, cargos desempeñados, tiempos laborados, así como la constancia de 

sueldos devengados y factores salariales tenidos en cuenta para la correspondiente 

liquidación mensual; dentro del término improrrogable de CINCO (5) DÍAS contados a 

partir de la notificación personal del presente proveído, con el fin de evitar futuras 

nulidades procesales. 

 

Finalmente, se reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 100 vuelto). 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo Transitorio del 

Circuito de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente proceso conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: REQUERIR a la apoderada de la entidad demandada, para que allegue 

certificación laboral ACTUALIZADA que permita establecer con certeza hasta qué 

fecha se desarrolló el vínculo laboral con el demandante o si continúa vinculado con 

la entidad, cargos desempeñados, tiempos laborados, así como la constancia de 

sueldos devengados y factores salariales tenidos en cuenta para la correspondiente 

liquidación mensual,  dentro del término improrrogable de CINCO (5) DÍAS, 

contados a partir de la notificación personal de esta providencia.  

 

TERCERO: RECONOCER personería la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

CUARTO: Se advierte que los documentos deberán ser allegados a la siguiente 

dirección de correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez



Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00401-00 

DEMANDANTE BYRON GIOVANNY SUÁREZ SÁNCHEZ 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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CONSIDERACIONES 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 36 vuelto). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 37 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual  

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 24 de octubre de 2018 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago 

de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (f. 7 - 12 c. ppal.). 

 

 Resolución Nº 9308 del 31 de octubre de 2018 expedida por el director 

ejecutivo seccional de Administración Judicial, mediante la cual se negó la 

solicitud incoada (fs. 14 - 15 c. ppal.). 

 

 Escrito de apelación (fs. 16 – 21). 

 

 Constancia laboral del 16 de agosto de 2019 expedida por la coordinadora del 

Área de Talento Humano (f. 32). 

 

 Constancia laboral del 21 de junio de 2022 (f. 42). 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 1° de febrero de 2012 y a la fecha de radicación del 

medio de control (f. 23), desempeñando diferentes cargos, entre otros: 

ESCRIBIENTE MUNICIPAL, OFICIAL MAYOR MUNICIPAL, ESCRIBIENTE 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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CIRCUITO, ASISTENTE JUDICIAL, de conformidad con la constancia laboral del 

21 de junio de 2022 (f. 42) 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 24 de octubre de 2018 solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como 

remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las 

prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al actor por medio de la 

Resolución Nº 9308 del 31 de octubre de 2018, la cual fue notificada el 20 de 

marzo de 2019 (f. 13). 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación (fs. 16 – 21) 

sin que a la fecha de presentación de la demanda hubiese sido resuelto. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se reconocerá personería al abogado JHON F. CORTES SALAZAR, con 

cédula de ciudadanía Nº 80.013.362 de Bogotá y con Tarjeta Profesional Nº 305.261 

del C.S. de la J., para representar a la demandada en los términos del poder 

conferido (f. 39) 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo debido a lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: RECONOCER personería al abogado JHON F. CORTES SALAZAR, 

con cédula de ciudadanía Nº 80.013.362 de Bogotá y con Tarjeta Profesional Nº 

305.261 del C.S. de la J., para representar a la demandada en los términos del 

poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

 

OCTAVO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f5640998e6822d59cd4ab3e87ec121517de253360dae1c7de0d5fbe607429b64

Documento generado en 09/11/2022 09:34:29 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00480-00 

DEMANDANTE JOSÉ RICARDO VARELA ACOSTA 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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CONSIDERACIONES 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 56). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 56 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual  

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultada para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 31 de diciembre de 2015 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 y 

384 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y 

pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (f. 7 - 14 

c. ppal.). 

 

 Resolución Nº 0095 del 14 de enero de 2016 expedida por la Directora 

Ejecutiva de Administración Judicial, mediante la cual se negó la solicitud 

incoada (fs. 16 - 27). 

 

 Constancia DEAJRH16-562 del 1° de febrero de 2016 (f. 29). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 58). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 5 c. ppal.), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 15 de junio de 2010 y a la fecha de radicación del 

medio de control (f. 33), de conformidad con la constancia laboral del 17 de mayo 

de 2022 (f. 58) 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 31 de diciembre de 2015 solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 y 384 de 2013 

como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las 

prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al actor por medio de la 

Resolución Nº 0095 del 14 de enero de 2016, la cual fue notificada el 18 de febrero 

de 2016 (f. 15). 

 

4°. Por intermedio de apoderado presentó solicitud de conciliación extrajudicial el 

23 de mayo de 2016 y la respectiva conciliación se realizó y fue declarada fallida el 

18 de agosto de la misma anualidad (fs. 30 - 31) 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 y 384 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 66). 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo debido a lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 98674e8fdb5a489b2fa6d53a3b3b3a943465f6e8ef8fca6a9cde7168ddf4c4bd
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00482-00 

DEMANDANTE FABIOLA GRISALES BOHORQUEZ 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 63). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 63 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 



Expediente: 11001-33-35-024-2019-00482-00 
Demandante: FABIOLA GRISALES BOHORQUEZ    

Demandado: Nación – Rama Judicial –  
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 

Página 3 de 5 
 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 9 de febrero de 2016 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

y 384 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste 

y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 7 

- 16). 

 

 Resolución Nº 2699 del 3 de marzo de 2016 suscrita por la directora 

ejecutiva de Administración Judicial y mediante la cual la Administración negó 

la solicitud incoada, (fs.18 - 28). 

 

 Certificación laboral del 6 de septiembre de 2016 (fs. 29 - 30). 

 

 Constancia laboral DEAJRHO21-2077 del 5 de mayo de 2021 (f. 51). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 65). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 5 vuelto), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 7 de julio de 2004 y al momento de radicación del 

medio de control, desempeñando diferentes cargos, a saber: PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO DEAJ 11 - 18, TÉCNICO DEAJ 13, ASISTENTE 

ADMINSITRATIVO DEAJ 05, entre otros (f. 65), perteneciente al régimen salarial 

ACOGIDO (f. 21 vuelto). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 9 de febrero de 2016 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383  y 

384 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago 

de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 2699 del 3 de marzo de 2016 suscrita por la directora ejecutiva 

de Administración Judicial. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 384 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013.  

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f.73). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00484-00 

DEMANDANTE SANDRA DE JESÚS RODRÍGUEZ PACO 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.  61). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (fs. 61 vuelto - 62).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 23 de febrero de 2016 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 

383 y 384 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el 

reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 

2013 (fs. 7 - 15). 

 

 Resolución Nº 2733 del 4 de marzo de 2016 suscrita por la directora 

ejecutiva de Administración Judicial y mediante la cual la Administración negó 

la solicitud incoada, (fs.17 - 26). 

 

 Certificación laboral del 6 de septiembre de 2016 (fs. 27 - 28). 

 

 Constancia laboral DEAJRHO21-2076 del 5 de mayo de 2021 (f. 92). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (fs. 63 – 64). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 5 vuelto), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 4 de octubre de 1991 y al momento de radicación 

del medio de control, desempeñando diferentes cargos, a saber: PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO DEAJ 12 – 14 – 20 y ASISTENTE ADMINISTRATIVO DEAJ 08, 

entre otros (f. 63), perteneciente al régimen salarial ACOGIDO (f. 20 vuelto). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 23 de febrero de 2016 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 

2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas 

las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 2733 del 4 de marzo de 2016 suscrita por la directora ejecutiva 

de Administración Judicial. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 y/o 384 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 71 vuelto). 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00497-00 

DEMANDANTE WILLIAM ARTURO RUEDA QUIÑONEZ 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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CONSIDERACIONES 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.130 92). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f.130 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual  

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultada para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 20 de abril de 2016 mediante la cual se solicitó 

el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 

como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas 

las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 30 - 45). 

 

 Resolución Nº 3020 del 25 de abril de 2016 expedida por la directora ejecutiva 

de Administración Judicial, mediante la cual se negó la solicitud incoada (fs. 47 

- 57). 

 

 Resolución N° 3401 del 22 de marzo de 2018 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra de la anterior decisión (fs. 59 - 71) 

 

 Constancia laboral del 7 de marzo de 2016 (f. 58). 

 

 Constancia laboral del 31 de agosto de 2018 (f. 86). 

 

 Constancia laboral del 7 de julio de 2020 (f. 85). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 132). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11 c. ppal.), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

                                                           
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 29 de junio de 2012 y a la fecha de radicación del 

medio de control, de conformidad con las constancias laborales del 7 de julio de 

2020 (f. 85) y 17 de mayo de 2022 (f. 132). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 20 de abril de 2016 solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como 

remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las 

prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al actor por medio de la 

Resolución Nº 3020 del 25 de abril de 2016. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto por medio de la Resolución N° 3401 del 22 de marzo de 2018. 

 

5°. Por intermedio de apoderado presentó solicitud de conciliación extrajudicial el 3 

de mayo de 2017 y como quiera que transcurrieron 3 meses sin que se hubiese 

hecho la citación para la respectiva audiencia, se dio por cumplido el requisito de 

procedibilidad, como obra en la constancia suscrita por el Procurador Delegado para 

la Conciliación Administrativa, visible a folio 73 del plenario. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 140). 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo debido a lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00498-00 

DEMANDANTE JUANA CATALINA REYES SARMIENTO 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos 

conocerán en primera instancia de los medios de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral que no provengan de un 

contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 

cualquier autoridad sin atención a su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, 

se dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de 

la Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante 

circular CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano 

mencionado en este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el 

conocimiento de los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 

2º, 34, 35 y 58 del mismo Circuito.  

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
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Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el 

Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga 

hasta el 30 de noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 

de octubre de 2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, 

y reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión 

que en Derecho corresponda. 

 

Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida 

para tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.  88). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos 

administrativos demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se 

solicitó vincular a la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, y Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 88 

vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los 

actos administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es 

el de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que 

se emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre 

actos administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la 

procedencia de la excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada 

en los actos acusados, y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que 

les dieron sustento, lo cual es materia propia del medio de control de nulidad 

establecido en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede 

judicial los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda 

vez que son precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre 

aquellos, previo el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad 

para ejecutar las acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los 

                                                           
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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mandatos constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, 

competencias y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería 

jurídica y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su 

representación de manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, 

administrativa y financiera para defender los actos administrativos que expide, 

motivo por el cual, no son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se 

negará la excepción previa de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los 

requisitos previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia 

anticipada, por lo que no resulta necesario celebrar audiencia inicial y se 

prescindirá de esta toda vez que: 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este 
código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan 
aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de 
derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 
sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este 
se pueda demostrar un hecho. 
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Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó 

que se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el 

escrito de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 19 de noviembre de 2015 mediante la 

cual se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 383 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y 

el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero 

de 2013 (fs. 33 - 40). 

 

 Resolución Nº 8540 del 1° de diciembre de 2015 mediante el cual la 

Administración negó la solicitud incoada (fs.43 - 45). 

 

 Escrito de apelación radicado el 29 de enero de 2016 (fs. 13 – 16) 

 

 Constancia DESAJBOCER18-8370 del 4 de septiembre de 2018 (f. 78). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f.90). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de 

ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, 

hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no 

hubiese sido atendida, circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que 

se hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido 

atendida por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente 

asunto dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio 

aportado, se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 
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Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios 

a la entidad demandada desde el 21 de septiembre de 2006 y al momento de 

radicación del medio de control, desempeñando diferentes cargos, entre otros: 

JUEZ MUNICIPAL, JUEZ CIRCUITO y AUXILIAR JUDICIAL I (f. 90).  

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 19 de noviembre de 2015 mediante 

la cual se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 383 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el 

reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio 

de la Resolución Nº 8540 del 1° de diciembre de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación mediante 

escrito radicado el 29 de enero de 2016 (fs. 13 – 16), el cual a la fecha de 

radicación de la demanda no había sido resuelto. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se 

contrae a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago 

de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno 

jurídico de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las 

anteriores decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de 

pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se 

concederá a las partes el término de diez (10) días para que presenten por 

escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rinda el 

concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 
181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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Profesional Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido (f. 99). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia 

en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el 

artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados 

en este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión, y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime 

pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la 

parte demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA 

VIZCAINO JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con 

Tarjeta Profesional Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido, cuyo canal digital de 

notificaciones es: jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; 

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 
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consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00499-00 

DEMANDANTE OLGA PATRICIA URIBE PRIETO 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 



Expediente: 11001-33-35-024-2019-00499-00 
Demandante: OLGA PATRICIA URIBE PRIETO   

Demandado: Nación – Rama Judicial –  
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 

Página 2 de 5 
 

Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.  90). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (fs. 90 vuelto - 91).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultada para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 23 de diciembre de 2015 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 

383 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste 

y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 

30 - 37). 

 

 Resolución Nº 38 del 5 de enero de 2016 mediante el cual la Administración 

negó la solicitud incoada (fs.40 - 42). 

 

 Resolución N° 8879 del 29 de diciembre de 2016 por medio de la cual se 

resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra del anterior acto 

administrativo, confirmándolo en todas sus partes (fs. 44 – 49). 

 

 Certificación laboral del 2 de junio de 2021 (f. 75). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f.92). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 1° de noviembre de 1992 y al momento de 

radicación del medio de control, desempeñando diferentes cargos, a saber: JUEZ 

CIRCUITO, MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL y 

MAGISTRADO AUXILIAR, entre otros (f. 92), perteneciente al régimen salarial 

ACOGIDO (f. 46 vuelto). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 23 de diciembre de 2015 mediante la 

cual se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 

383 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago 

de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 38 del 5 de enero de 2016. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución N° 8879 del 29 de diciembre de 2016, por 

medio del cual confirmó en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 100). 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00500-00 

DEMANDANTE BLANCA ANALITH MONTAÑEZ PANTOJA 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos 

conocerán en primera instancia de los medios de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral que no provengan de un 

contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 

cualquier autoridad sin atención a su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, 

se dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de 

la Rama Judicial y con régimen similar. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
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En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante 

circular CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano 

mencionado en este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el 

conocimiento de los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 

2º, 34, 35 y 58 del mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el 

Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga 

hasta el 30 de noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 

de octubre de 2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, 

y reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión 

que en Derecho corresponda. 

 

Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida 

para tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 94). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos 

administrativos demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se 

solicitó vincular a la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, y Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 95 

vuelto).  

                                                           
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los 

actos administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es 

el de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que 

se emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre 

actos administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la 

procedencia de la excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada 

en los actos acusados, y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que 

les dieron sustento, lo cual es materia propia del medio de control de nulidad 

establecido en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede 

judicial los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda 

vez que son precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre 

aquellos, previo el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad 

de ejecutar las acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los 

mandatos constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, 

competencias y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería 

jurídica y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su 

representación de manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, 

administrativa y financiera para defender los actos administrativos que expide, 

motivo por el cual, no son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se 

negará la excepción previa de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 
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Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los 

requisitos previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia 

anticipada, por lo que no resulta necesario celebrar audiencia inicial y se 

prescindirá de esta toda vez que: 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó 

que se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el 

escrito de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este 
código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan 
aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de 
derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 
sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este 
se pueda demostrar un hecho. 
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 Reclamación administrativa del 3 de julio de 2015 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 

383 de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el 

reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 

2013 (fs. 30 - 47). 

 

 Resolución Nº 5531 del 12 de agosto de 2015 mediante el cual la 

Administración negó la solicitud incoada (fs. 51 - 52). 

 

 Resolución Nº 5311 del 5 de agosto de 2016 por medio de la cual la 

entidad demandada resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra 

de la anterior decisión (fs. 54 - 61). 

 

 Certificación DESAJ15-THCER-4903 del 22 de julio de 2015 (f. 62). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f.97). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de 

ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, 

hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no 

hubiese sido atendida, circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 
Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que 

se hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido 

atendida por la entidad demandada. 

 
Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente 

asunto dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 
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Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio 

aportado, se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios 

a la entidad demandada desde el 1° de enero de 2001 y al momento de 

radicación del medio de control (fs. 96 - 97).  

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 3 de julio de 2015 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago 

de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio 

de la Resolución Nº 5531 del 12 de agosto de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual 

fue resuelto a través de la Resolución Nº 5311 del 5 de agosto de 2016, 

confirmando en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se 

contrae a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago 

de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno 

jurídico de prescripción trienal. 
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Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las 

anteriores decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de 

pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se 

concederá a las partes el término de diez (10) días para que presenten por 

escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rinda el 

concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta 

Profesional Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido (f. 105). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia 

en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el 

artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 
181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados 

en este proveído. 

 

SEXTO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

SÉPTIMO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes 

el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión, y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime 

pertinente. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA 

VIZCAINO JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con 

Tarjeta Profesional Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido, cuyo canal digital de 

notificaciones es: jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; 

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00501-00 

DEMANDANTE HENRY FERNANDO LATORRE SILVA 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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CONSIDERACIONES 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 92). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 92 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual  

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad de ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 23 de junio de 2015 mediante la cual se solicitó 

el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 

como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas 

las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 32 - 45). 

 

 Resolución Nº 4913 del 16 de julio de 2015 expedida por la directora ejecutiva 

de Administración Judicial, mediante la cual se negó la solicitud incoada (fs. 50 

- 51). 

 

 Resolución N°6178 del 8 de septiembre de 2016 por medio de la cual se 

resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra de la anterior decisión (fs. 

53 - 60) 

 

 Constancia laboral del 10 de julio de 2015 (f. 49). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 94). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 10 c. ppal.), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 17 de enero de 1995 y a la fecha de radicación del 

medio de control, de conformidad con la constancia laboral del 17 de mayo de 2022 

(f. 94). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 7 de julio 2015 solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como 

remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las 

prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al actor por medio de la 

Resolución Nº 4913 del 16 de julio de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto por medio de la Resolución N°6178 del 8 de septiembre de 2016. 

 

5°. Por intermedio de apoderado presentó solicitud de conciliación extrajudicial el 

15 de julio de 2016 y la respectiva conciliación se realizó y fue declarada fallida el 

22 de noviembre del mismo año (fs. 61 - 75) 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 101 vuelto). 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo debido a lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo



Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2020-00016-00 

DEMANDANTE ANGIE LORENA ALBARRACÍN DUARTE 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 143). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 143 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 22 de agosto de 2016 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y 

pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 34 

- 53). 

 

 Resolución Nº 6861 del 6 de septiembre de 2016 mediante la cual la 

Administración negó la solicitud incoada (fs. 64 - 69). 

 

 Escrito de apelación (fs. 71 – 75) 

 

 Constancia laboral DESAJ16-THCER-5795 del 19 de septiembre de 2016 (f. 

70). 

 

 Constancia laboral del 5 de noviembre de 2021 (f. 130). 

 

 Constancia laboral del 27 de octubre de 2021 (f. 132). 

 

 Constancia laboral del 20 de mayo de 2022 (f.145). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 1° de abril de 2014 y al momento de radicación del 

medio de control, desempeñando diferentes cargos, a saber: ASISTENTE 

ADMINISTRATIVO 06, OFICIAL MAYOR CIRCUITO, entre otros (f. 145), 

perteneciente al régimen salarial ACOGIDO (f. 130). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 22 de agosto de 2016 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383   

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de 

todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 6861 del 6 de septiembre de 2016. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación mediante 

escrito visible a folios 71 a 75, el cual concedido a través de la Resolución N° 7480 

del 18 de octubre de 2016 (fs. 77 – 78), sin que a la fecha haya sido resuelto por la 

Administración. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013, advirtiendo este Despacho que la fecha de 

vinculación laboral de la demandante fue el 1° de abril de 2014. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 



Expediente: 11001-33-35-024-2020-00016-00 
Demandante: ANGIE LORENA ALBARRACÍN DUARTE     

Demandado: Nación – Rama Judicial –  
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 

Página 5 de 5 
 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 152 vuelto). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez
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002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 088335f18be0184e314155e7ce2d6f10da33317121f7f9b6480915c180c61a9c
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2020-00017-00 

DEMANDANTE YOBANA SMITH GÓMEZ CAGUEÑAS 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.  122). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (fs. 122 vuelto - 123).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad de ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 22 de agosto de 2016 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y 

pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 30 

- 42). 

 

 Resolución Nº 6861 del 6 de septiembre de 2016 mediante el cual la 

Administración negó la solicitud incoada (fs.45 - 50). 

 

 Escrito de apelación (fs. 13 – 16). 

 

 Constancia laboral del 27 de octubre de 2021 (f. 111). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f.124). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 11), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 15 de junio de 2012 y al momento de radicación del 

medio de control, desempeñando diferentes cargos, entre otros: ESCRIBIENTE y 

SECRETARIO MUNICIPAL (f. 124).  

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 22 de agosto de 2016 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 

2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas 

las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 6861 del 6 de septiembre de 2016. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

concedido a través de la Resolución 7480 del 18 de octubre de 2016 (fs. 58 - 59), el 

cual a la fecha de radicación de la demanda no había sido resuelto. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 133). 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2020-00065-00 

DEMANDANTE ALVARO ALBERTO SIERRA LUENGAS 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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CONSIDERACIONES 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 100). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del Ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 100 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual  

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad para ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 7 de julio 2015 mediante la cual se solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 

como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas 

las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 33 - 41). 

 

 Resolución Nº 4842 del 15 de julio de 2015 expedida por la directora ejecutiva 

de Administración Judicial, mediante la cual se negó la solicitud incoada (fs. 44 

- 46). 

 

 Resolución N°5179 del 1° de agosto de 2016 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra de la anterior decisión (fs. 51 – 57) 

 

 Constancia laboral del 10 de julio de 2015 (f. 50). 

 

 Constancia laboral del 16 de noviembre de 2021 (f. 95). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 108). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 12 c. ppal.), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del 

Código General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar 

la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 5 de julio de 1988 y a la fecha de radicación del 

medio de control (f.108), perteneciente al “Régimen Salarial Acogido Planta 

Permanente”, de conformidad con la constancia laboral del 16 de noviembre de 

2021 (f. 95). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 7 de julio 2015 solicitó el 

reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como 

remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las 

prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al actor por medio de la 

Resolución Nº 4842 del 15 de julio de 2015, la cual fue notificada el 13 de agosto 

de 2015 (f. 43). 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto por medio de la Resolución N° 5179 del 1° de agosto de 2016, misma 

que fue notificada el 16 de agosto de 2016 (f. 50). 

 

5°. Por intermedio de apoderado presentó solicitud de conciliación extrajudicial el 

30 de agosto de 2016 y la respectiva conciliación se realizó y fue declarada fallida 

el 28 de noviembre del mismo año (fs. 58 - 82) 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 116). 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo debido a lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2020-00066-00 

DEMANDANTE SONIA PATRICIA LADINO CHAPARRO 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f.190). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 190 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad de ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 28 de julio de 2015 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y 

pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 33 

- 46). 

 

 Resolución Nº 6060 del 21 de agosto de 2015 mediante la cual la 

Administración negó la solicitud incoada, (fs. 49 - 51). 

 

 Resolución N° 5875 del 25 de agosto de 2016 a través de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra de la anterior decisión, 

confirmándola en todas sus partes (fs. 55 – 66)  

 

 Certificación laboral del 5 de noviembre de 2021 (f. 167). 

 

 Constancia laboral del 17 de mayo de 2022 (f. 185). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 12), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 10 de mayo de 2006 y al momento de radicación 

del medio de control, desempeñando diferentes cargos, a saber: PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO 16 y SUSTANCIADOR CONSEJO DE ESTADO, entre otros (f. 

185), perteneciente al régimen salarial ACOGIDO (f. 57 vuelto). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 28 de julio de 2015 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383   

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de 

todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 6060 del 21 de agosto de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación el cual fue 

resuelto a través de la Resolución N° 5875 del 25 de agosto de 2016 confirmando 

en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013.  

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 199). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2020-00067-00 

DEMANDANTE MARTHA LUCÍA LUGO ALVAREZ 

DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN JUDICIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Se observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad establecida para 

tal fin, y la entidad demandada propuso como excepción previa la falta de 

integración del litisconsorcio necesario, prevista en el numeral 9° del artículo 100 

del Código General del Proceso (f. 117). 

 

En tal sentido, se indicó que la defensa de la legalidad de los actos administrativos 

demandados está en cabeza del ejecutivo, motivo por el cual, se solicitó vincular a 

la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 

Departamento Administrativo de la Función Pública (f. 117 vuelto).  

 

Así las cosas, este Despacho considera que no le asiste razón a la entidad 

demandada puesto que una cosa son las normas que dan fundamento a los actos 

administrativos y otra los efectos que producen dichos actos. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que se ha interpuesto es el 

de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo tanto, el pronunciamiento que se 

emita, en caso de accederse a las pretensiones formuladas, versaría sobre actos 

administrativos de carácter particular y, de ser el caso, sobre la procedencia de la 

excepción de inconstitucionalidad frente a la norma aplicada en los actos acusados, 

y no sobre la legalidad en abstracto de las normas que les dieron sustento, lo cual 

es materia propia del medio de control de nulidad establecido en el artículo 137 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por otra parte, la entidad o entidades competentes para defender, en sede judicial 

los actos demandados, en principio, son aquellas que los expiden, toda vez que son 

precisamente estas, las que tienen capacidad de disposición sobre aquellos, previo 

el cumplimiento de las respectivas normas, así como la facultad de ejecutar las 

acciones necesarias para darles cumplimiento, con base en los mandatos 

constitucionales y legales que las crean y establecen su naturaleza, competencias 

y funciones.  

 

A partir de lo anterior, es evidente que la demandada cuenta con personería jurídica 

y está revestida de las facultades necesarias para ejercer su representación de 

manera autónoma, pues cuenta con la capacidad jurídica, administrativa y 

financiera para defender los actos administrativos que expide, motivo por el cual, no 

son de recibo los argumentos esgrimidos, por lo tanto, se negará la excepción previa 

de falta de integración del litisconsorcio necesario. 

 

En relación con las demás excepciones propuestas en la contestación de la 

demanda, se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que dichas 

excepciones se oponen a las pretensiones formuladas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, por lo que no resulta 

necesario celebrar audiencia inicial y se prescindirá de esta toda vez que: 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
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1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. 

 

Lo anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que 

se deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito 

de la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 21 de julio de 2015 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383 

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y 

pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 (fs. 34 

- 53). 

 

 Resolución Nº 5208 del 28 de julio de 2015 mediante la cual la 

Administración negó la solicitud incoada (fs. 56 - 58). 

 

 Resolución N° 4799 del 11 de julio de 2016 a través de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra de la anterior decisión, 

confirmándola en todas sus partes (fs. 64 - 71)  

 

 Constancia laboral del 24 de julio de 2015 (f. 62). 

 

 Constancia laboral del 20 de mayo de 2022 (f.119). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 12), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

                                                           
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 16 de septiembre de 1992 y al momento de 

radicación del medio de control, siendo el último cargo desempeñando el de 

ESCRIBIENTE CIRCUITO (f. 119), perteneciente al régimen salarial ACOGIDO (f. 

66 vuelto). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 21 de julio de 2015 mediante la cual 

se solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 383   

de 2013 como remuneración mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de 

todas las prestaciones causadas desde 1° de enero de 2013 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio de 

la Resolución Nº 5208 del 28 de julio de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación el cual fue 

resuelto a través de la Resolución N° 4799 del 11 de julio de 2016 confirmando 

en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 383 de 2013 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013.  

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (pronunciamiento sobre excepción previa, decreto de pruebas, fijación 

del litigio y procedencia del trámite de sentencia anticipada), se concederá a las 

partes el término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de 

conclusión y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, reconocerá personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido (f. 127). 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NEGAR la excepción previa de falta de integración de litisconsorcio 

necesario, por los argumentos arriba señalados. 

 

TERCERO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de acuerdo con lo expuesto en este auto.  

 

CUARTO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

QUINTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

SEXTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SÉPTIMO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada JENNY MARCELA VIZCAINO 

JARA, con cédula de ciudadanía Nº 52.496.376 de Bogotá y con Tarjeta Profesional 

Nº 136.849 del C.S. de la J.; para representar a la entidad demandada en los 

términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones es: 

jvizcaij@deaj.ramajudicial.gov.co; deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOVENO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2018-00438-00 

DEMANDANTE MARIBETH QUIROGA PÉREZ 

DEMANDADO NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

  

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

El Despacho observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad 

establecida para tal fin, y que no se propuso ninguna de las excepciones enlistadas 

en el artículo 100 del Código General del Proceso, motivo por el cual, las 

excepciones formuladas se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que 

se oponen a las pretensiones deprecadas (fs. 77 – 85) 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, toda vez que: 

 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. Lo 

anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que se 

deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito de 

la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 13 de marzo de 2018 mediante la cual se solicitó 

el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 2013 

modificado por el Decreto 22 de 2014, como remuneración mensual con carácter 

salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de 

enero de 2013 (fs. 11 – 12 c. ppal.). 

 

 Oficio Radicado N°20183100026541 del 5 de abril de 2018 mediante el cual 

la Administración negó la solicitud incoada (fs. 13 – 14).  

 

 Resolución Nº 2-2134 del 4 de julio de 2018 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo impugnado, 

confirmándolo en todas sus partes (fs. 17 - 18). 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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 Constancia de servicios prestados del 5 de abril de 2018 (f. 19 y 22 - 23). 

 

 Planillas de devengados y deducciones (fs. 20 - 21). 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 1° de agosto de 2016, siendo el último cargo 

desempeñado el de FISCAL DELEGADO ANTE JUECES DE CIRCUITO de 

conformidad con la constancia de servicios prestados del 5 de abril de 2018 (f. 19). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 13 de marzo de 2018 la demandante 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 

2013 modificado por el Decreto 22 de 2014 como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° 

de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio del 

Oficio Radicado N°20183100026541 del 5 de abril de 2018. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución Nº 2-2134 del 4 de julio de 2018 confirmando 

en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento, reliquidación y pago 

de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial, creada por 

medio del Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como factor 

salarial desde el 1° de enero de 2013 en adelante mientras hubiere estado vinculada 

con la entidad demandada.  

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (decreto de pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de 

sentencia anticipada), se concederá a las partes el término de diez (10) días para 

que presenten por escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para 

que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se le reconocerá personería a la abogada ANGÉLICA MARÍA LIÑAN 

GUZMÁN, identificada con cédula de ciudadanía 51.846.018 y tarjeta profesional 

N°110.021 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido (f.87). 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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Así mismo, se le reconocerá personería a la abogada LEIDY PAOLA LÓPEZ 

ALDANA, identificada con cédula de ciudadanía N° 46.386.122 y tarjeta profesional 

N°184.722 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la demandante 

en los términos del poder conferido (f.35). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo con base en lo expuesto en este auto.  

 

TERCERO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

CUARTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

QUINTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería a la abogada ANGÉLICA MARÍA LIÑAN 

GUZMÁN, identificada con cédula de ciudadanía 51.846.018 y tarjeta profesional 

N°110.021 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido y cuyo canal digital de notificaciones 

es: angelica.linan@fiscalia.gov.co; jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co. 

 

SÉPTIMO: RECONÓZCASE personería a la abogada LEIDY PAOLA LÓPEZ 

ALDANA, identificada con cédula de ciudadanía N° 46.386.122 y tarjeta profesional 

N°184.722 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la demandante 

en los términos del poder conferido y cuyo canal digital de notificaciones es: 

thamus.asesoria@gmail.com. 

 

OCTAVO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:



Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2018-00484-00 

DEMANDANTE STELLA FLOREZ ALVARADO 

DEMANDADO NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

  

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

El Despacho observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad 

establecida para tal fin, y que no se propuso ninguna de las excepciones enlistadas 

en el artículo 100 del Código General del Proceso, motivo por el cual, las 

excepciones formuladas se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que 

se oponen a las pretensiones deprecadas. 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, toda vez que: 

 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. Lo 

anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que se 

deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito de 

la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 11 de diciembre de 2015 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 

de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 

1° de enero de 2013 (fs. 1 – 5 c. ppal.). 

 

 Oficio Radicado SSAGB-STH-GGN-3364 del 23 de diciembre de 2015 

mediante el cual la Administración negó la solicitud incoada.  

 

 Resolución Nº 2-1116 del 20 de abril de 2016 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo impugnado, 

confirmándolo en todas sus partes (fs. 17 - 20). 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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 Constancia de servicios prestados del 3 de junio de 2022 (fs. 57 vuelto - 58). 

 

 Planillas de devengados y deducciones (fs. 7 – 9 c. ppal.). 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 19 de abril de 1993 y al momento de radicación del 

medio de control, siendo el último cargo desempeñado el de FISCAL DELEGADO 

ANTE JUECES DE CIRCUITO de conformidad con la constancia de servicios 

prestados del 3 de junio de 2022 (fs. 57 vuelto - 58). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 11 de diciembre de 2015 la 

demandante solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014 como remuneración 

mensual con carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones 

causadas desde 1° de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio del 

Oficio Radicado SSAGB-STH-GGN-3364 del 23 de diciembre de 2015. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución Nº 2-1116 del 20 de abril de 2016       

confirmando en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento, reliquidación y pago 

de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial, creada por 

medio del Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como factor 

salarial desde el 1° de enero de 2013 en adelante mientras hubiere estado vinculada 

con la entidad demandada. Advirtiendo este Despacho que la fecha de vinculación 

laboral es 19 de abril de 1993. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (decreto de pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de 

sentencia anticipada), se concederá a las partes el término de diez (10) días para 

que presenten por escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para 

que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo con base en lo expuesto en este auto.  

 

TERCERO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

CUARTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

QUINTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SEXTO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: df5bef1b8af3bf1ee7b1f5ad457fdf73d975e2b84397caccd627bbded5e0d46d

Documento generado en 09/11/2022 09:38:06 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-00168-00 

DEMANDANTE JEANNETTE LUCÍA ARÉVALO PORTELA  

DEMANDADO NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

  

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

Advierte el Despacho que la entidad demandada, dentro del término legal previsto 

para el efecto y notificada en debida forma del auto admisorio de la demanda, no 

presentó contestación de la demanda (fs. 50 – 51). 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, toda vez que: 

 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. Lo 

anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que se 

deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito de 

la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 14 de marzo de 2018 mediante la cual se solicitó 

el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 2013 

modificado por el Decreto 22 de 2014, como remuneración mensual con carácter 

salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de 

enero de 2013 (fs. 18 - 21). 

 

 Oficio Radicado Nº 20185920005411 del 20 de marzo de 2018 mediante el 

cual la Administración negó la solicitud incoada (fs. 22 - 25).  

 

 Resolución Nº 2-3350 del 22 de octubre de 2018 por medio de la cual se 

resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo 

impugnado, confirmándolo en todas sus partes (fs. 32 - 34). 

 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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 Constancia de servicios prestados del 11 de diciembre de 2019 suscrita por la 

Subdirectora Regional - Central (f. 44). 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario la demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 29 de diciembre de 1994 y al momento de radicación 

del medio de control, siendo el último cargo desempeñado el de ASISTENTE DE 

FISCAL III (f. 44). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 14 de marzo de 2018 la demandante 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 

2013 modificado por el Decreto 22 de 2014 como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° 

de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio del 

Oficio Radicado Nº 20185920005411 del 20 de marzo de 2018. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución Nº 2-3350 del 22 de octubre de 2018       

confirmando en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento, reliquidación y pago 

de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial, creada por 

medio del Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como factor 

salarial desde el 1° de enero de 2013 en adelante mientras hubiere estado vinculada 

con la entidad demandada. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (decreto de pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de 

sentencia anticipada), se concederá a las partes el término de diez (10) días para 

que presenten por escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para 

que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo con base en lo expuesto en este auto.  

 

TERCERO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

CUARTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

QUINTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SEXTO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7029c8e869d5a47bbeb83e7c6af7a0636fb2e7b5306a75b5a5f28e82b482b267

Documento generado en 09/11/2022 09:32:25 AM
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-000233-00 

DEMANDANTE CARLOS ARTURO MARIN BECERRA 

DEMANDADO NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En razón de lo anterior, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 

2022 emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que 

al Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

El Despacho observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad 

establecida para tal fin, y que no se propuso ninguna de las excepciones enlistadas 

en el artículo 100 del Código General del Proceso, motivo por el cual, las 

excepciones formuladas se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que 

se oponen a las pretensiones deprecadas (fs. 168 vuelto – 176). 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, toda vez que: 

 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. Lo 

anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que se 

deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito de 

la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 Reclamación administrativa del 4 de diciembre de 2017 mediante la cual se 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 

de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 

1° de enero de 2013. 

 

 Oficio DAP-30110-Radicado Nº 2018310004561 del 24 de enero de 2018 

mediante el cual la Administración negó la solicitud incoada (fs. 32 - 41).  

 

 Resolución Nº 2-2141 del 5 de julio de 2018 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo impugnado, 

confirmándolo en todas sus partes (fs. 43 - 52). 

 Constancia de servicios prestados del 16 de enero de 2018 (f. 42). 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 12), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 4 de junio de 2012, siendo el último cargo 

desempeñado el de FISCAL DELEGADO ANTE JUECES DE CIRCUITO 

ESPECIALIZADOS (f. 42). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 4 de diciembre de 2017 el demandante 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 

2013 modificado por el Decreto 22 de 2014 como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° 

de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio del 

Oficio DAP-30110-Radicado Nº 2018310004561 del 24 de enero de 2018.  

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución Nº 2-2141 del 5 de julio de 2018 confirmando 

en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento, reliquidación y pago 

de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial, creada por 

medio del Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como factor 

salarial desde el 1° de enero de 2013 en adelante mientras hubiere estado vinculada 

con la entidad demandada. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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decisiones (decreto de pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de 

sentencia anticipada), se concederá a las partes el término de diez (10) días para 

que presenten por escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para 

que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se le reconocerá personería a la abogada CLAUDIA YANNETH CELY 

CALIXTO, identificada con cédula de ciudadanía 24.048.922 y tarjeta profesional N° 

112.288 del Consejo Superior de la Judicatura para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido (f. 177). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo con base en lo expuesto en este auto.  

 

TERCERO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

CUARTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

QUINTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SEXTO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

SÉPTIMO: RECONÓZCASE personería a la abogada CLAUDIA YANNETH CELY 

CALIXTO, identificada con cédula de ciudadanía 24.048.922 y tarjeta profesional N° 

112.288 del Consejo Superior de la Judicatura para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido, cuyo canal digital de notificaciones 

es: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co; Claudia.cely@fiscalia.gov.co. 

 

OCTAVO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE 11001-33-35-024-2019-000490-00 

DEMANDANTE PEDRO VANEGAS CHAPARRO  

DEMANDADO NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

CUESTIÓN PREVIA 

 

El artículo 155 numeral 2 del Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece que los juzgados administrativos conocerán 

en primera instancia de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, en los 

cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad sin atención a 

su cuantía. 

 

Por otra parte, a través del Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20221, se 

dispuso, entre otras cosas, la creación de tres (3) juzgados administrativos 

transitorios en el Circuito de Bogotá cuya competencia comprende las 

reclamaciones salariales y prestacionales promovidas por servidores públicos de la 

Rama Judicial y con régimen similar. 

 

En consecuencia, por medio del oficio CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 

emitido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá se estableció que al 

Juzgado Segundo (2°) Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá le 

correspondía asumir el conocimiento de los procesos originarios de los Juzgados 

Administrativos 19 a 30 del Circuito de Bogotá. En igual sentido, y mediante circular 

CSJBTC22-29 del 27 de abril de 2022, emitida por el mismo órgano mencionado en 

este párrafo, se dispuso que este despacho asumiera también el conocimiento de 

los procesos provenientes de los Juzgados Administrativos 1º, 2º, 34, 35 y 58 del 

mismo Circuito.  

 

Finalmente, se advierte que las medidas transitorias creadas mediante el Acuerdo 

PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 20222 fueron objeto de prórroga hasta el 30 de 

noviembre de 2022 por medio del Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En este orden de ideas, y en atención a los referidos parámetros de competencia, y 

reparto, se avocará el conocimiento del presente asunto y proferirá la decisión que 

en Derecho corresponda. 

                                                           
1 «Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel 
nacional». 
2 Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 
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Excepciones previas 

 

El Despacho observa que se contestó la demanda dentro de la oportunidad 

establecida para tal fin, y que no se propuso ninguna de las excepciones enlistadas 

en el artículo 100 del Código General del Proceso, motivo por el cual, las 

excepciones formuladas se resolverán en la correspondiente sentencia puesto que 

se oponen a las pretensiones deprecadas (fs. 65 - 68 vuelto). 

 

Procedencia de la sentencia anticipada 

 

El Despacho considera que en el caso bajo consideración se cumplen los requisitos 

previstos en el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo3 para dictar sentencia anticipada, toda vez que: 

 

1. El objeto del presente asunto es de puro Derecho. 

 

2. No se requiere el decreto ni la práctica de pruebas. 

 

Decreto de pruebas 

 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 173 del Código General del 

Proceso4, por cumplirse con los presupuestos de pertinencia5, conducencia6, y 

utilidad, se tendrá como prueba la documentación aportada por las partes. Lo 

anterior, sin dejar de lado que el apoderado de la entidad demandada indicó que se 

deben tener en cuenta los antecedentes administrativos adjuntos con el escrito de 

la demanda. 

 

En tal sentido, se tendrán como pruebas lo siguiente: 

 

 Reclamación administrativa del 12 de abril de 2019 mediante la cual se solicitó 

el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 2013 

modificado por el Decreto 22 de 2014, como remuneración mensual con carácter 

salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° de 

enero de 2013 (fs. 23 – 26). 

 

 Oficio DAP-30110-Radicado Nº 20193100035721 del 30 de abril de 2019 

mediante el cual la Administración negó la solicitud incoada (fs. 27 - 29).  

 

 Resolución Nº 2-1485 del 12 de junio de 2019 por medio de la cual se resolvió 

el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo impugnado, 

confirmándolo en todas sus partes (fs. 34 - 37). 

                                                           
3 «...Se podrá dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial: 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas; 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles». 
4 «...Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el juez deberá 
pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente». 
5 Para este Juzgado la pertinencia hace alusión a la relación que tiene lo que se pretende demostrar con el 
medio probatorio que se tiene. 
6 El Despacho entiende por conducencia la aptitud que la ley le da a un medio probatorio para que con este se 
pueda demostrar un hecho. 
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 Constancia de servicios prestados del 2 de abril de 2019 (Medio magnético. 

Archivo pdf “ANEXOSPEDROVANEGASCHAPARRO” f. 49). 

 

Por otra parte, en lo referente a la solicitud de pruebas documentales que formuló 

la parte actora (f. 9), es preciso destacar que en virtud del artículo 173 del Código 

General del Proceso los jueces están facultados para abstenerse de ordenar la 

práctica de las pruebas que, directamente o por medio de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, 

circunstancia que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Así las cosas, el Despacho negará dicha petición puesto que no se acreditó que se 

hubiese solicitado previamente a la interposición de este medio de control las 

pruebas documentales deprecadas y que dicha solicitud no hubiese sido atendida 

por la entidad demandada. 

 

Lo anterior, sin dejar lado que los medios probatorios aportados al presente asunto 

dan cuenta de la situación jurídica a resolver. 

 

Fijación del litigio 

 

Teniendo en cuenta la demanda, su contestación, y el material probatorio aportado, 

se procederá a fijar el litigio de la siguiente manera: 

 

Situación fáctica: 

 

1°. Conforme lo probado en el plenario el demandante ha prestado sus servicios a 

la entidad demandada desde el 10 de julio de 2013 y a la fecha de radicación del 

medio de control (f. 59), siendo el último cargo desempeñado el de ASISTENTE DE 

FISCAL I, según la constancia de servicios prestados del 2 de abril de 2019 (f. 39). 

 

2°. Mediante reclamación administrativa del 12 de abril de 2019 el demandante 

solicitó el reconocimiento de la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 

2013 modificado por el Decreto 22 de 2014 como remuneración mensual con 

carácter salarial y el reajuste y pago de todas las prestaciones causadas desde 1° 

de enero de 2013. 

 

3°. La anterior petición fue resuelta de forma adversa al demandante por medio del 

Oficio DAP-30110-Radicado Nº 20193100035721 del 30 de abril de 2019. 

 

4°. Inconforme con la anterior decisión interpuso recurso de apelación, el cual fue 

resuelto a través de la Resolución Nº 2-1485 del 12 de junio de 2019 confirmando 

en todas sus partes el acto administrativo impugnado. 

 

5°. Por intermedio de apoderado el demandante presentó solicitud de conciliación 

extrajudicial el 6 de agosto de 2019 y la audiencia se llevó a cabo y fue declarada 

fallida el 15 de octubre de la misma anualidad (fs. 40 – 42). 

 

 

En este orden de ideas, el Despacho considera que el problema jurídico se contrae 

a determinar si el demandante tiene derecho al reconocimiento, reliquidación y pago 

de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial, creada por 

medio del Decreto 382 de 2013 modificado por el Decreto 22 de 2014, como factor 
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salarial desde el 10 de julio de 2013, fecha de vinculación laboral del demandante 

(f. 39) y en adelante mientras hubiere estado vinculado con la entidad demandada. 

 

De igual manera, en caso de verificarse la procedencia de las pretensiones 

formuladas, se analizará si en el caso bajo consideración surge el fenómeno jurídico 

de prescripción trienal. 

 

Así las cosas, en virtud del artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo7, una vez en firme las anteriores 

decisiones (decreto de pruebas, fijación del litigio y procedencia del trámite de 

sentencia anticipada), se concederá a las partes el término de diez (10) días para 

que presenten por escrito sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para 

que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

Por último, se le reconocerá personería a la abogada ANGÉLICA MARÍA LIÑAN 

GUZMÁN, identificada con cédula de ciudadanía 51.846.018 y tarjeta profesional 

N°110.021 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido (f. 69 vuelto). 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO (2°) ADMINISTRATIVO 

TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: DAR aplicación al trámite de sentencia anticipada previsto en el artículo 

182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo con base en lo expuesto en este auto.  

 

TERCERO: PRESCINDIR de la audiencia inicial y DECRETAR como pruebas la 

documentación indicada en esta providencia. 

 

CUARTO: FIJAR el litigio dentro del presente asunto, en los términos indicados en 

este proveído. 

 

QUINTO: Una vez en firme las anteriores decisiones, CONCEDER a las partes el 

término de diez (10) días para que presenten por escrito sus alegatos de conclusión, 

y al Ministerio Público para que rinda el concepto que estime pertinente. 

 

SEXTO: NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 

demandante, conforme lo expuesto en la parte considerativa. 

 

SÉPTIMO: RECONÓZCASE personería a la abogada ANGÉLICA MARÍA LIÑAN 

GUZMÁN, identificada con cédula de ciudadanía 51.846.018 y tarjeta profesional 

N°110.021 del Consejo Superior de la Judicatura, para representar a la entidad 

demandada en los términos del poder conferido y cuyo canal digital de notificaciones 

es: angelica.linan@fiscalia.gov.co; jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co. 

 

 

                                                           
7 «Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
este código y la sentencia se expedirá por escrito» 
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OCTAVO: ADVIÉRTASELE a las partes que deberán allegar todas las 

comunicaciones y documentos que pretendan hacer valer dentro del caso bajo 

consideración únicamente a la siguiente dirección de correo electrónico: 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

De igual manera, deberán atender los parámetros previstos en el artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de la sanción allí prevista. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Francisco  Julio Taborda  Ocampo

Juez

Juzgado Administrativo

002 Transitorio

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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